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Anexo 3

Manuales, Reglamentos o Directrices

CGR

Manual de Normas Generales de Auditoría para el Sector Público

http://documentos.cgr.go.cr/content/dav/jaguar/documentos/manuales/docs/r_co_94_2006_NGA_Modif-2009.pdf
CAPÍTULO I NORMAS PERSONALES

101. Competencia y pericia profesional

102. Debido cuidado profesional

103. Naturaleza confidencial y discreción sobre el trabajo

104. Independencia y objetividad

105. Impedimentos a la independencia y objetividad

106. Ética profesional

107. Educación profesional continua

101. Competencia y pericia profesional

01. El personal que participa en el proceso de auditoría en el sector público debe tener formación, conocimientos, destrezas, experiencia, credenciales, aptitudes y otras cualidades y competencias propias del tipo específico de auditoría a realizar que lo faculten para el ejercicio de sus funciones.

02. El personal asignado para realizar una auditoría debe tener colectivamente suficiente competencia y pericia profesional para ejecutar el trabajo.

102. Debido cuidado profesional

01. El personal que participa en el proceso de auditoría en el sector público debe ejecutar siempre sus funciones con el debido cuidado, pericia y juicio profesional, con apego a la normativa legal y técnica aplicable y a los procedimientos e instrucciones pertinentes de su organización de auditoría.

103. Naturaleza confidencial y discreción sobre el Trabajo

01. El personal que participa en el proceso de auditoría en el sector público debe mantener la reserva y la discreción debidas respecto de la información obtenida durante el proceso de auditoría, y no deberá revelarla a terceros, salvo para los efectos de cumplir con requerimientos legales.

104. Independencia y objetividad

01. El personal que ejecuta el proceso de auditoría en el sector público debe mantener y mostrar una actitud de criterio independiente en el desarrollo de su trabajo, y actuar de manera objetiva, profesional e imparcial, en los hechos y en la apariencia.

105. Impedimentos a la independencia y Objetividad
01. La organización de auditoría debe establecer políticas y directrices que permitan prevenir y detectar situaciones internas o externas que comprometan la independencia y la objetividad del personal que realiza el proceso de auditoría en el sector público.
02. El personal que realiza el proceso de auditoría en el sector público es responsable de informar a la instancia competente cualquier impedimento que pueda tener que afecte su independencia y objetividad, para que se tomen las medidas correspondientes; además, se deberá abstener de tratar asuntos relacionados con esa situación.

106. Ética profesional 
01. Los participantes en el proceso de auditoría en el sector público deben observar las normas éticas que rigen su profesión, que se caracterizan por valores como integridad, objetividad, confidencialidad, imparcialidad, justicia, respeto, transparencia y excelencia, sin perjuicio de otros valores que la organización a la que pertenecen promueva para guiar su actuación.

02. La organización de auditoría debe establecer y poner en práctica principios y valores que orienten la actuación diaria de su personal.

107. Educación profesional continua

01. El personal de auditoría debe mantener y perfeccionar sus cualidades y competencias profesionales mediante la participación en programas de educación y capacitación profesional continua, que deberá acreditar ante el colegio profesional respectivo cuando se requiera.
CAPÍTULO II NORMAS GENERALES RELATIVAS AL TRABAJO DE AUDITORÍA EN EL SECTOR PÚBLICO

201. Administración de la auditoría

202. Etapas del proceso de auditoría

203. Planificación de la auditoría

204. Examen

205. Comunicación de resultados

206. Seguimiento de disposiciones o recomendaciones

207. Evidencia de auditoría

208. Documentación de la auditoría

209. Archivo permanente

210. Calidad en la auditoría
201. Administración de la auditoría

01. La organización de auditoría debe establecer e implementar políticas para el manejo adecuado de la administración de la auditoría.

202. Etapas del proceso de auditoría

01. El proceso de auditoría en el sector público debe comprender las etapas de planificación, examen, comunicación de resultados y seguimiento de disposiciones

o recomendaciones.

203. Planificación de la auditoría

01. Toda auditoría en el sector público debe ser planificada de manera que sus objetivos sean alcanzados.

02. La planificación de la auditoría debe permitir un normal desarrollo del proceso, de manera que se facilite su administración, se haga un uso eficiente de los recursos involucrados y se puedan incorporar los ajustes que correspondan durante su desarrollo.

03. El auditor debe elaborar el programa correspondiente a la etapa de planificación, con el fin de definir las actividades a realizar para conducir eficientemente el trabajo y alcanzar los objetivos establecidos, y recopilar la información necesaria para preparar el plan general de la auditoría.

04. El auditor debe preparar y documentar un plan general de auditoría, para guiar el desarrollo de la auditoría; sin embargo, la forma y contenido precisos de ese plan variarán de acuerdo con el tamaño de la entidad, el conocimiento del negocio, la evaluación del riesgo, la complejidad de la auditoría, y la experiencia, metodología y tecnologías específicas con que cuente el auditor.

05. En la elaboración del plan general de la auditoría en el sector público se debe considerar, al menos, lo siguiente:

a) Comprensión de las actividades de la entidad.

b) Comprensión del sistema de control interno de la entidad y los resultados de la autoevalución de ese sistema.

c) Los resultados de la valoración del riesgo institucional.

d) Los objetivos planteados en el estudio de auditoría por realizar.

06. El plan general de la auditoría en el sector público debe indicar, al menos, los siguientes asuntos:

a) Objetivos de la auditoría.

b) Naturaleza, alcance, oportunidad y plazo de los procedimientos.

c) Elementos de coordinación, dirección, supervisión y revisión requeridos.

d) Recursos para el desarrollo del trabajo.

07. El auditor debe elaborar el programa específico de auditoría, que comprenda los objetivos, la naturaleza, el alcance, la oportunidad y el alcance de los procedimientos de auditoría requeridos para implementar el plan general de la auditoría.

08. La organización de auditoría, según los objetivos de cada auditoría, debe valorar oportunamente la posibilidad de utilizar especialistas internos o externos, gestionando esa participación conforme a los mecanismos que correspondan.

204. Examen

 01. Durante la etapa de examen se deben ejecutar los programas específicos para alcanzar los objetivos de la auditoría, ejecutando en forma ordenada las actividades dispuestas, lo cual conlleva a realizar pruebas, evaluar controles y recolectar la evidencia necesaria utilizando técnicas y prácticas de auditoría, para obtener, justificar y presentar apropiadamente los hallazgos de auditoría, con sus atributos de criterio, condición, causa y efecto.

02. El auditor debe valorar el uso de métodos estadísticos para la selección y análisis de muestras, dependiendo del objetivo y el alcance de la auditoría.

03. Los especialistas internos y externos que sean requeridos para apoyar la realización de una auditoría, según estas normas, deben ser calificados y tener competencia profesional demostrada en sus áreas de especialización y no tener impedimentos que afecten su independencia y objetividad.

205. Comunicación de resultados

01. Las instancias correspondientes deben ser informadas, verbalmente y por escrito, sobre los principales resultados, las conclusiones y las disposiciones o recomendaciones producto de la auditoría que se lleve a cabo, lo que constituirá la base para el mejoramiento de los asuntos examinados.

02. El auditor debe mantener una comunicación proactiva y efectiva con la Administración de la entidad u órgano, con el fin de facilitar el normal desarrollo de todo el proceso de la auditoría. 

03. La comunicación del auditor con la Administración se puede realizar, según su juicio profesional al considerar la relevancia de los resultados obtenidos, en forma paralela a la etapa de examen mediante informes parciales y un informe final, o bien, por medio de un solo informe final una vez concluida esa etapa.

04. El auditor debe efectuar una conferencia final con la Administración de la entidad u órgano auditado, antes de emitir la respectiva comunicación por escrito, con el fin de exponer los resultados, conclusiones y disposiciones o recomendaciones de la auditoría, salvo que se trate de asuntos relacionados con el establecimiento de responsabilidades administrativas, civiles o penales.

05. La organización de auditoría debe establecer e implementar políticas sobre las formas de comunicación y el trámite de documentos escritos que origine el proceso de auditoría.

06. Los informes de auditoría deben elaborarse en un lenguaje sencillo, ser objetivos, concisos, claros y completos y con una estructura predeterminada de conformidad con las políticas que al respecto emita la organización de auditoría y en atención a los requerimientos técnicos.

07. En los informes de auditoría se debe revelar que la auditoría fue realizada de conformidad con el Manual de normas generales de auditoría para el sector público dictadas por la Contraloría General de la República, así como señalar cualquier otra normativa que resulte aplicable.

08. En los informes de auditoría la declaración de cumplimiento del Manual de normas generales de auditoría para el sector público revelará si no se siguió alguna norma aplicable, lo que debe quedar justificado en los papeles de trabajo con la debida aprobación de quien corresponda, conforme a lo que se establezca a lo interno de la organización de auditoría.

09. Los informes de auditoría deben contemplar las observaciones recibidas de la Administración, producto de la conferencia final efectuada.

10. Los informes de auditoría deben contener el respectivo resumen ejecutivo de los principales resultados obtenidos, así como de las disposiciones o recomendaciones emitidas.

206. Seguimiento de disposiciones o recomendaciones

01. Cada organización de auditoría del sector público debe establecer e implementar los mecanismos necesarios para verificar oportunamente el cumplimiento efectivo de las disposiciones o recomendaciones emitidas.

02. La organización de auditoría del sector público, de conformidad con el marco legal que la regula, debe establecer con claridad las acciones que proceden en caso de que las disposiciones o recomendaciones emitidas sean incumplidas injustificadamente por la entidad auditada.

03. A las auditorías internas del sector público les corresponde dar seguimiento al cumplimiento de las disposiciones o recomendaciones que otras organizaciones de auditoría hayan dirigido a la entidad u órgano de su competencia institucional y que sean de su conocimiento. Tratándose de disposiciones de la Contraloría General de la República, las auditorías internas deben aplicar la normativa específica sobre el particular, emitida por el órgano contralor 1. (Así modificado en el aparte III de la Resolución Nro. R-DC-119-2009 del dieciséis de diciembre de de dos mil nueve, publicada en La Gaceta Nro. 28 del 10 de febrero de 2010).
207. Evidencia de auditoría

 01. Los hallazgos de auditoría contenidos en los informes deben estar sustentados en evidencia suficiente, competente y pertinente, obtenida por los medios legales y técnicos aplicables.

02. El criterio profesional de los auditores determinará la cantidad y el tipo de evidencia necesaria para respaldar sus hallazgos.

208. Documentación de la auditoría

01. Las auditorías se deben documentar por medio de papeles de trabajo, los que deberán contener información que permita extraer de ellos la evidencia que sustenta los hallazgos contenidos en el informe.

02. En los papeles de trabajo debe constar la información estrictamente necesaria para respaldar la labor de auditoría realizada, de conformidad con el criterio profesional del auditor y con las exigencias técnicas aplicables.

03. Cada organización de auditoría debe establecer las políticas y procedimientos relativos al diseño, revisión, codificación, marcas, manejo, custodia y conservación de los papeles de trabajo (documentales, digitales u otro medio electrónico), de conformidad con la normativa jurídica y técnica aplicable.

209. Archivo permanente 

01. La organización de auditoría debe mantener un archivo permanente actualizado, ya sea en forma impresa, digital u otro medio electrónico, que contenga la información relevante sobre la entidad u órgano sujeto de auditoría.

210. Calidad en la auditoría 

01. La organización de auditoría debe asumir su compromiso y responsabilidad con el aseguramiento de la calidad en la auditoría en el sector público, de manera que pueda garantizar que los procesos y productos de esta auditoría se realizan de conformidad con la normativa técnica y jurídica relacionada y bajo un enfoque de efectividad y mejoramiento continuo. Para ello esa organización debe implementar las siguientes acciones:

a) Diseñar, desarrollar y mantener actualizadas las políticas y metodologías de trabajo que se deben aplicar en los diferentes tipos de auditoría, que permitan un apropiado control de calidad.

b) Establecer mecanismos oportunos de divulgación y capacitación de la normativa técnica y jurídica relacionada con la auditoría en el sector público. Dicha capacitación debe ir dirigida a todo el personal que realiza labores de auditoría.

c) Establecer mecanismos de supervisión continua y documentada en cada una de las fases del proceso de auditoría en el sector público, para garantizar el cumplimiento de la normativa que sobre el particular se haya emitido y resulte aplicable.

02. La organización de auditoría debe realizar procesos continuos de revisión interna de la calidad de la auditoría en el sector público, con el fin de verificar si las políticas y metodologías están diseñadas de conformidad con la normativa técnica y jurídica relacionada y determinar si efectivamente se están aplicando. Esas revisiones deben ser efectuadas por personal independiente al que ejecutó las auditorías, el cual debe contar con la competencia y experiencia necesarias.

03. La organización de auditoría debe someterse periódicamente a revisiones externas de calidad, preferiblemente cada cinco años, por parte de colegas externos e independientes y de la Contraloría General de la República cuando ésta así lo disponga; esto con el propósito de obtener una opinión objetiva sobre el nivel de observancia de las políticas y metodologías internas establecidas, así como el cumplimiento de la normativa técnica y jurídica relacionada.

(Así modificado en el aparte III de la Resolución Nro. R-CO-33-2008 de las diez horas del once de julio de dos mil ocho, mediante la cual se emitieron las “Directrices para la autoevaluación anual y la evaluación externa de calidad de las auditorías internas del sector público”, publicada en La Gaceta Nro. 147 del 31 de julio del mismo año).
Normas de control interno para el Sector Público

(http://documentos.cgr.go.cr/content/dav/jaguar/documentos/cgr/auditoria_interna/NCI_publico_N_2_2009_CO_DFOE.pdf)

CAPÍTULO I: NORMAS GENERALES
1.1 Sistema de control interno (SCI)

El jerarca y los titulares subordinados, según sus competencias, deben emprender las medidas pertinentes para contar con un SCI, conformado por una serie de acciones diseñadas y ejecutadas por la administración activa para proporcionar una seguridad razonable en la consecución de los objetivos organizacionales. El SCI tiene como componentes orgánicos a la administración activa y a la auditoría interna; igualmente, comprende los siguientes componentes funcionales: ambiente de control, valoración del riesgo, actividades de control, sistemas de información y seguimiento, los cuales se interrelacionan y se integran al proceso de gestión institucional. Los responsables por el SCI deben procurar condiciones idóneas para que los componentes orgánicos y funcionales del sistema operen de manera organizada, uniforme y consistente.

1.2 Objetivos del SCI 

El SCI de cada organización debe coadyuvar al cumplimiento de los siguientes objetivos:

a. Proteger y conservar el patrimonio público contra pérdida, despilfarro, uso indebido, irregularidad o acto ilegal. El SCI debe brindar a la organización una seguridad razonable de que su patrimonio se dedica al destino para el cual le fue suministrado, y de que se establezcan, apliquen y fortalezcan acciones específicas para prevenir su sustracción, desvío, desperdicio o menoscabo.

b. Exigir confiabilidad y oportunidad de la información. El SCI debe procurar que se recopile, procese y mantenga información de calidad sobre el funcionamiento del sistema y sobre el desempeño institucional, y que esa información se comunique con prontitud a las instancias que la requieran para su gestión, dentro y fuera de la institución, todo ello de conformidad con las atribuciones y competencias organizacionales y en procura del logro de los objetivos institucionales.

c. Garantizar eficiencia y eficacia de las operaciones. El SCI debe coadyuvar a que la organización utilice sus recursos de manera óptima, y a que sus operaciones contribuyan con el logro de los objetivos institucionales.

d. Cumplir con el ordenamiento jurídico y técnico. El SCI debe contribuir con la institución en la observancia sistemática y generalizada del bloque de legalidad.

1.3 Características del SCI 

El SCI debe reunir las siguientes características:

a. Ser aplicable. El funcionamiento del SCI debe responder a las características y condiciones propias de la institución.

b. Ser completo. El SCI debe considerar la totalidad de la gestión institucional, y en él deben estar presentes los componentes orgánicos y funcionales.

c. Ser razonable. El SCI debe estar diseñado para lograr los objetivos del sistema y para satisfacer con la calidad suficiente y necesaria las necesidades de la institución, con los recursos que ésta posee y a un costo aceptable.

d. Ser integrado. Los componentes funcionales y orgánicos del SCI deben interrelacionarse adecuadamente e incorporarse en la gestión institucional.

e. Ser congruente. El SCI debe ajustarse a las necesidades, capacidades y demás condiciones institucionales y estar enlazado con el bloque de legalidad.

1.4 Responsabilidad del jerarca y los titulares subordinados sobre el SCI 

La responsabilidad por el establecimiento, mantenimiento, funcionamiento, perfeccionamiento y evaluación del SCI es inherente al jerarca y a los titulares subordinados, en el ámbito de sus competencias. En el cumplimiento de esa responsabilidad las autoridades citadas deben dar especial énfasis a áreas consideradas relevantes con base en criterios tales como su materialidad, el riesgo asociado y su impacto en la consecución de los fines institucionales, incluyendo lo relativo a la desconcentración de competencias y la contratación de servicios de apoyo. Como parte de ello, deben contemplar, entre otros asuntos, los siguientes:

a. La definición de criterios que brinden una orientación básica para la instauración y el funcionamiento de los componentes orgánicos y funcionales del SCI con las características requeridas.

b. El apoyo con acciones concretas, al establecimiento, el funcionamiento y el fortalecimiento de la actividad de auditoría interna, incluyendo la dotación de recursos y las condiciones necesarias para que se desarrolle eficazmente y agregue valor a los procesos de control, riesgo y dirección.

c. La emisión de instrucciones a fin de que las políticas, normas y procedimientos para el cumplimiento del SCI, estén debidamente documentados, oficializados y actualizados, y sean divulgados y puestos a disposición para su consulta.

d. La vigilancia del cumplimiento, la validez y la suficiencia de todos los controles que integran el SCI.

e. La comunicación constante y el seguimiento de los asuntos asignados a los distintos miembros de la institución, en relación con el diseño, la ejecución y el seguimiento del SCI. 

f. Las acciones pertinentes para el fortalecimiento del SCI, en respuesta a las condiciones institucionales y del entorno.

g. Una pronta atención a las recomendaciones, disposiciones y observaciones que los distintos órganos de control y fiscalización emitan sobre el particular.

1.5 Responsabilidad de los funcionarios sobre el SCI

De conformidad con las responsabilidades que competen a cada puesto de trabajo, los funcionarios de la institución deben, de manera oportuna, efectiva y con observancia a las regulaciones aplicables, realizar las acciones pertinentes y atender los requerimientos para el debido diseño, implantación, operación, y fortalecimiento de los distintos componentes funcionales del SCI.

1.6 Responsabilidad de la auditoría interna sobre el SCI

La auditoría interna, en cumplimiento de sus funciones, debe brindar servicios de auditoría interna orientados a fortalecer el SCI, de conformidad con su competencia institucional y la normativa jurídica y técnica aplicable.

1.7 Rendición de cuentas sobre el SCI 

El jerarca y los titulares subordinados, según sus competencias, deben disponer y ejecutar un proceso periódico, formal y oportuno de rendición de cuentas sobre el diseño, el funcionamiento, la evaluación y el perfeccionamiento del SCI, ante los diversos sujetos interesados.

1.8 Contribución del SCI al gobierno corporativo

El SCI debe contribuir al desempeño eficaz y eficiente de las actividades relacionadas con el gobierno corporativo, considerando las normas, prácticas y procedimientos de conformidad con las cuales la institución es dirigida y controlada, así como la regulación de las relaciones que se producen al interior de ella y de las que se mantengan con sujetos externos.

1.9 Vinculación del SCI con la calidad

El jerarca y los titulares subordinados, según sus competencias, deben promover un compromiso institucional con la calidad y apoyarse en el SCI para propiciar la materialización de ese compromiso en todas las actividades y actuaciones de la organización. A los efectos, deben establecer las políticas y las actividades de control pertinentes para gestionar y verificar la calidad de la gestión, para asegurar su conformidad con las necesidades institucionales, a la luz de los objetivos, y con base en un enfoque de mejoramiento continuo.

1.10 Aplicación de las normas generales en instituciones de menor tamaño

Se consideran instituciones de menor tamaño aquellas que dispongan de un total de recursos que ascienda a un monto igual o inferior a seiscientas mil unidades de desarrollo y que cuenten con menos de treinta funcionarios, incluyendo al jerarca, los titulares subordinados, y todo su personal. En el caso de tales instituciones, el jerarca y los titulares subordinados, según sus competencias, deben procurar la observancia de las características del SCI definidas en la norma 1.3, en términos del logro de los objetivos de dicho sistema, así como el cumplimiento de las responsabilidades inherentes. Estas instituciones no están obligadas a contar con una auditoría interna, sin perjuicio de que por decisión propia o por disposición específica de la Contraloría General, se establezca dicha unidad, se implanten controles alternos, o se emprendan ambas medidas. Por su parte, las instituciones que, disponiendo de un presupuesto según la magnitud indicada, tengan treinta funcionarios o más, incluyendo al jerarca, los titulares subordinados, y todo su personal, deben contar, al menos, con una auditoría interna que funcione con jornada de medio tiempo. En todo caso, las instituciones de menor tamaño deben fortalecer los componentes funcionales del SCI, de conformidad con lo que se indica en los capítulos correspondientes de estas normas.

R-DC-97-2011. CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA. Despacho de la Contralora General. San José, a las nueve horas del veintisiete de junio de dos mil once.

REGLAMENTO ORGÁNICO DE LA CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA

http://documentos.cgr.go.cr/content/dav/jaguar/documentos/normativa/leyorgan/R-DC-97-2011%28R-1-2011-DC-GC%29%20REGLAMENTO%20ORGANICO%20CGR.pdf
CAPÍTULO I

DISPOCIONES GENERALES

ARTÍCULO 1.- Objetivo del reglamento. El presente Reglamento establece la estructura, organización, relaciones de jerarquía y de coordinación interna de la Contraloría General de la República, para el cumplimiento de las funciones que le encomiendan la Constitución Política y las leyes de la República. 

ARTÍCULO 2.- Naturaleza jurídica. Acorde con lo preceptuado por los artículos 183 de la Constitución Política y 1 de su Ley Orgánica, la Contraloría General de la República es un órgano constitucional fundamental del Estado, que cuenta con independencia absoluta funcional y administrativa en el desempeño de sus labores, auxiliar de la Asamblea Legislativa en el control superior de la Hacienda Pública y rector del ordenamiento de control y fiscalización superiores. 

ARTÍCULO 3.- Marco Estratégico. Conforman el marco estratégico de la Contraloría General de la República a su visión, misión y valores institucionales, cuyo contenido es el siguiente:

A. Misión: La Contraloría General de la República es el órgano constitucional, auxiliar de la Asamblea Legislativa, que fiscaliza el uso de los fondos público para mejorar la gestión de la Hacienda Pública y contribuir al control político y ciudadano.

B. Visión: Garantizar a la sociedad costarricense, la vigilancia efectiva de la Hacienda Pública. 

C. Valores institucionales:

a. Integridad: Es realizar todas las acciones con rectitud, garantizando la independencia de la Contraloría General con sus actuaciones.

b. Compromiso: Es sentirse identificado con la Contraloría General y así dar el máximo esfuerzo.

c. Justicia: Dar a los demás lo que les corresponde de acuerdo con sus derechos y deberes.

d. Respeto: Valorar los derechos y formas de pensar de los demás.

e. Excelencia: Búsqueda de la máxima calidad y desempeño en el trabajo diario.

ARTÍCULO 4.- Estructura orgánica. Para el mejor cumplimiento de los objetivos y atribuciones que le encomiendan la Constitución Política y las leyes de la República, la Contraloría General adopta la siguiente estructura orgánica:

· Despacho Contralor

· Consejo Consultivo

· Consejo de Docencia

· Auditoría Interna

· Unidad de Gobierno Corporativo

· Unidad de Prensa y Comunicaciones

· División de Fiscalización Operativa y Evaluativa

· Secretaría Técnica

· Áreas de Fiscalización

· División Jurídica

· División de Contratación Administrativa

· División de Gestión de Apoyo

· Unidad Jurídica Interna

· Unidad de Gestión de Potencial Humano

· Unidad de Servicios de Información

· Unidad de Tecnologías de Información

· Unidad de Gestión Administrativa

· Unidad de Administración Financiera

· Centro de Capacitación

Manual de Perfiles de Puestos 

Unidad de Gestión del Potencial Humano

Contraloría General de la República

http://documentos.cgr.go.cr/content/dav/jaguar/documentos/cgr/transparencia/Manual_Perfiles_Puestos.pdf
PRESENTACIÓN

El reto en las instituciones públicas es enfrentar y adaptarse a un contexto altamente cambiante; lo que impulsa a la Contraloría General de la República a estar revisando sus metas y objetivos en forma permanente. Por tanto para una apropiada gestión del Potencial Humano es necesario actualizar y ajustar la información contenida en los actuales perfiles de puesto. 

El presente Manual de Perfiles de Puestos, describe aspectos generales de los puestos así como el detalle de requisitos que deberá tener su personal para desempeñar exitosamente el trabajo bajo una situación contextualizada. El diseño del perfil está compuesto por los siguientes criterios: 

El nivel del impacto: se refiere a la ubicación en la estructura organizativa y las facultades que dispone para ejecutar las funciones del puesto de trabajo; por lo tanto, indica el impacto que el puesto genera dentro de la Institución. 

La orientación: indica el objetivo primordial que debe alcanzar el personal en la ejecución de funciones del puesto determinado. 

Las funciones y/o roles ocupacionales: describen en forma general las tareas y responsabilidades necesarias para llevar a cabo los procesos. 

El perfil de requerimientos básicos: considera el nivel de conocimiento requerido para el desempeño de las actividades que conforman los diferentes procesos, el cual se adquiere a través de la educación académica, experiencia así como conocimientos específicos o complementarios requeridos para la ejecución de las labores. 

El perfil de competencias: son las habilidades que se requieren en cada puesto para desarrollar con éxito las tareas asignadas así como obtener un desarrollo integral del profesional. 

Marco referencial del desempeño: establece las condiciones y guía del proceso general para la revisión del desempeño que corresponda a cada perfil. 

ÍNDICE DE PERFILES DE PUESTO POR COMPETENCIA
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Estatuto Autónomo de Servicios

Contraloría General de la República
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Capítulo I

Disposiciones Generales

ARTICULO 1.
Se establece el presente Estatuto Autónomo de Servicios para regular la relación de empleo entre la Contraloría General de la República y sus servidores.

Esta relación se regirá por el ordenamiento jurídico administrativo y laboral que sea aplicable según  el caso.

ARTICULO 2.
Para los efectos de este Estatuto se entenderá como empleador a la Contraloría General de la República representada por el Contralor y  Subcontralor Generales, quienes son, respectivamente el Jefe y Subjefe de la Institución.

ARTICULO 3.
Para los efectos de este Estatuto se entenderá por servidor, la persona física que presta servicios a la Contraloría General, a nombre y por cuenta de ésta, como parte de su organización, en virtud de un acto válido y eficaz  de investidura, con entera independencia del carácter imperativo, representativo, remunerado, o público de la actividad respectiva.  No habrá relación de servicio con el funcionario de hecho, ni con los trabajadores de las personas jurídicas que contraten administrativamente  con la Contraloría General.

ARTICULO 4.
El Sistema de Administración de Recursos Humanos de la Contraloría está integrado en la forma siguiente:  

a) Administración: El conjunto de los puestos que tengan personal a cargo.  (Contralor y Subcontralor Generales, Directores Generales, Directores   Adjuntos, Subdirectores  Generales, Jefes, Subjefes y   otros).

b) La Unidad de Recursos Humanos: constituida por la Dirección General  de Despacho de Contralores y el Departamento de Recursos Humanos, este último subalterno de la primera.

c) Los ocupantes de los demás puestos de la Institución.

ARTICULO 5.
La responsabilidad por la administración  de los recursos humanos es en primera instancia de la Administración  en estricto  orden jerárquico.

El Contralor o Subcontralor resolverán en instancia administrativa final.

ARTICULO 6.
El Contralor General podrá delegar en el Subcontralor o en la Unidad de Recursos Humanos aquellas funciones que considere pertinentes de la administración de recursos humanos de la Contraloría.

ARTICULO 7.
Todo lo concerniente a la administración  de recursos humanos, a la implementación de los procesos para llevar a cabo las políticas y normativas de administración de personal, asesoría y orientación sobre esa área, será responsabilidad de la Unidad de Recursos Humanos.

ARTICULO 8.
La Unidad de Recursos Humanos llevará, por los medios idóneos que correspondan, un expediente personal de cada servidor, el que contendrá la documentación sobre el historial del servidor exclusivamente en lo atinente a la relación de servicio. 

ARTICULO 9.
La Unidad de Recursos Humanos dispondrá de mecanismos de comunicación adecuados hacia el personal.  En lo que concierne a las pizarras informativas  de los distintos pisos de la Institución, esta Unidad podrá autorizar la ubicación en éstas de todo comunicado que se desee hacer por este medio.

Capitulo II

de la Relacion de Servicio

Se modifica el capítulo II según resolución R-SC-04-2006, suscrita por la Subcontralora General, publicado en la Gaceta No.139 del 19 de julio del 2006

ARTÍCULO 10.
La relación de servicio que vincula a los funcionarios con la Contraloría General de la República comprende los siguientes tipos de cargos:

a) Dirección Superior

b) Confianza

c) Gerencial

d) Regular

e) Servicios Especiales
ARTÍCULO 11.
Sobre las normas aplicables a los cargos de Dirección Superior.

1. Comprende los puestos de Contralor (a) General de la República y SubContralor (a) General de la República que tienen a su cargo respectivamente la responsabilidad superior y última de la buena marcha de la Institución.

2. Su nombramiento y remoción se rige por el artículo 183 constitucional, así como por el régimen establecido por los artículos 38 y siguientes de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República.

ARTÍCULO 12.
Sobre las normas aplicables a los cargos de Confianza.

1. Comprende los cargos directamente adscritos al Despacho del Contralor (a) General y del Subcontralor (a) General que prestan servicios técnicos y de asesoría los cuales son: Gerente de Despacho, Asistente A, Asistente B, Asesor A y Asesor B, cuyas funciones, requisitos y demás aspectos atinentes deberán ser establecidos en el respectivo manual clasificatorio.

2. Quienes ocupen los citados cargos tendrán la condición de servidores de confianza, de tal manera que su nombramiento y remoción son actos discrecionales del Contralor (a) General, de quien dependen directamente. Las personas que sean nombradas en estos cargos deberán cumplir con los requisitos establecidos en los manuales respectivos, verificación que corresponderá realizar a la Unidad de Recursos Humanos.

3. Los nombramientos en cargos de confianza podrán cesarse unilateralmente sin responsabilidad patronal por el Contralor (a) General. En caso de que finalice el nombramiento del Contralor (a) General por cualquier motivo, automáticamente cesarán los nombramientos en cargos de confianza. En lo demás, estarán sujetos a las mismas disposiciones que rigen para los funcionarios regulares de la Institución.

En los casos indicados todo servidor deberá cubrir sus compromisos económicos o de otra índole con la Institución de previo a su salida de la misma, no obstante la Contraloría podrá aceptar las garantías que éste señale, como aval de que hará frente satisfactoriamente a los citados compromisos que pudieren estar pendientes.
Se modifica el artículo 12 resolución R-SC-03-2008, suscrita por la Subcontralora General, publicado en la Gaceta No.59 del 26  de marzo del 2008.
ARTÍCULO 13.
Sobre las normas aplicables a los cargos Gerenciales.

1. Comprende los cargos que tienen bajo su responsabilidad la orientación y organización de la Estrategia de la Institución, en cuya definición participa. Incluye los siguientes cargos: Gerente de División, Gerente de Área y Gerente Asociado, siendo cada uno de ellos responsable de los resultados de la dependencia que tiene a su cargo.

2. En el caso de los Gerentes de División su designación es a plazo fijo por un período de 8 años. El nombramiento regirá a partir del 01 de enero del año siguiente en que le corresponde a la Asamblea Legislativa designar ordinariamente al Contralor (a) General conforme al artículo 183 constitucional. En caso de que por cualquier motivo el gerente designado no complete el período de nombramiento, el sustituto será designado únicamente por el plazo restante.

3. En el caso de los Gerentes de Área y Gerentes Asociados su designación es a plazo fijo por un período de 8 años. El nombramiento regirá a partir del 01 de enero del año subsiguiente en que le corresponde a la Asamblea Legislativa designar ordinariamente al Contralor (a) General conforme al artículo 183 constitucional. En caso de que por cualquier motivo el gerente designado no complete el período de nombramiento, el sustituto será designado únicamente por el plazo restante.

Transitorio I: Los funcionarios que con anterioridad a la presente reforma y como producto de los procesos concursales correspondientes, hayan sido nombrados a plazo fijo en cargos de Gerente de División, Gerente de Área, Gerente Asociado, Jefe de Unidad y Asistente Técnico de la FOE, mantendrán los plazos de designación conferidos originalmente así como los derechos vigentes al momento de su designación a plazo fijo.

Transitorio II: Los nombramientos a plazo fijo de los funcionarios que desempeñan en la actualidad los cargos de Gerente de División, así como el de quien sea designado por vez primera a partir de la vigencia del Reglamento Orgánico aprobado por resolución R-CO-34-2009 para ocupar el cargo de Gerente de División de Gestión de Apoyo, vencerán el 31 de diciembre de 2014, en tanto que los Gerentes Asociados y Gerentes de Área serán nombrados a plazo fijo por un período que vencerá el 31 de diciembre de 2013.

Transitorio III: Los funcionarios que hayan sido nombrados a plazo fijo en cargos de Jefe de Unidad y de Asistente Técnico de la FOE con anterioridad a esta reforma, al finalizar su nombramiento volverán al puesto que ostentan en propiedad, pudiendo  participar en los procesos de selección correspondientes para el nombramiento de quienes ocuparán esos cargos por tiempo indefinido.

4. Los nombramientos de Gerentes de División, Gerentes de Área y Gerentes Asociados serán realizados por el Contralor (a) General conforme al procedimiento de selección que se establezca. Los designados deberán satisfacer los requisitos exigidos para el cargo y las designaciones quedarán sujetas a un periodo de prueba de un año.

5. Los funcionarios nombrados en cargos gerenciales gozan de estabilidad en dichos puestos únicamente por el plazo de sus nombramientos, sin perjuicio de que puedan ser removidos antes del término de éstos siempre y cuando incurran en una falta grave o se produzca una reorganización para el mejor y más eficiente servicio público.

6. Los servidores de la Contraloría nombrados en alguno de estos cargos gozarán, de pleno derecho y durante su nombramiento, de una licencia especial sin goce de salario en el cargo en que se encuentren nombrados en propiedad, al cual podrán regresar  una vez finalizado su nombramiento.

7. Las personas que ingresan o reingresan a la Contraloría General a uno de los cargos citados en el presente ordinal, al superar el procedimiento de selección respectivo y una vez cumplido satisfactoriamente el periodo de prueba de un año, se le asignará una plaza de Fiscalizador en propiedad según las posibilidades institucionales, en la cual gozará de pleno derecho de licencia especial sin goce de salario hasta el término de su nombramiento a plazo fijo. En esta plaza podrá ubicarse el servidor una vez finalizado su nombramiento en el cargo gerencial.

8. La relación de servicio de los funcionarios que se encuentran nombrados en cargos gerenciales podrá finalizar por cualquiera de las siguientes razones:

a) Cuando el servidor no se desempeñe en forma eficiente durante el período de prueba.

b) Cuando el servidor disponga retirarse del cargo y ubicarse en la plaza que ostenta en propiedad, en cuyo caso no será necesario otorgar preaviso.

c) Por renuncia del servidor al servicio de la Contraloría, en cuyo caso otorgará el preaviso según los términos de ley, correspondiéndole el pago de los extremos laborales.

d) Por cese de funciones para acogerse al derecho jubilatorio, o por incapacidad permanente dictada por un órgano competente.

e) Por despido sin responsabilidad patronal, en los casos en que proceda de conformidad con el ordenamiento jurídico vigente en esta materia. En esta situación la destitución alcanzará también la plaza que eventualmente ostenta en propiedad.
El inciso f) del artículo 13.8 fue derogado, según la Gaceta No.247 del 23 de diciembre de 2011.
En los casos indicados todo servidor deberá cubrir sus compromisos económicos o de otra índole con la Institución de previo a su salida de la misma, no obstante la Contraloría podrá aceptar las garantías que éste señale, como aval de que hará frente satisfactoriamente a los citados compromisos que pudieren estar pendientes.

ARTÍCULO 14.
Sobre las normas aplicables a los cargos Regulares.

1. Comprende todos los cargos que se gestionan con aquellos servidores indispensables para satisfacer las necesidades propias permanentes de la Institución, que hayan cumplido con todos los requerimientos concursales ordinarios para el ingreso al servicio del Órgano Contralor, cuyos ocupantes por ende tienen derecho a ser ascendidos, trasladados o permutados a otros códigos presupuestarios.

2. Los cargos regulares son todos aquellos que tiene la Institución y que no están incluidos en los artículos 11), 12), 13) y 15) de este capítulo y la relación de servicio se rige conforme lo dispuesto en el ordenamiento jurídico y este Estatuto, incluyendo al Auditor Interno salvo en cuanto al procedimiento de nombramiento y remoción, el cual se rige por lo dispuesto por la Ley General de Control Interno y demás disposiciones específicas aplicables.

3. En estos cargos los nombramientos son por tiempo indeterminado, sujeto a un periodo de prueba de seis meses en el cual cualquiera de las partes puede dar por terminada la relación de servicio sin responsabilidad.

4. Para ingresar al servicio de la Contraloría en un cargo en propiedad de este tipo, todo aspirante deberá demostrar su idoneidad para lo cual deberá ajustarse al procedimiento de concurso que defina la Unidad de Recursos Humanos. Se podrán realizar nombramientos interinos mientras se realiza el respectivo concurso o regresa el titular de la plaza, para lo cual bastará con que el candidato cumpla con los requisitos que exige el cargo y la Unidad de Recursos Humanos realice el estudio de vida y costumbres.

5. Los ascensos de los funcionarios se realizarán en los términos que a continuación se indican:

1. Cuando al interior de una División o de la Auditoría Interna se disponga de una plaza vacante, en forma definitiva o temporal, el Gerente de División o el Auditor Interno  podrán recomendar el ascenso directo de cualquiera de los colaboradores que presten sus servicios para dichas dependencias, siempre y cuando la promoción que se pretenda realizar cumpla con lo siguiente

a) Que el candidato propuesto ocupe una plaza en propiedad o en su defecto desempeñe interinamente un cargo reservado en el que haya sido nombrado mediando concurso de ingreso.

b) Que sea a la clase de nivel salarial inmediato superior que ocupe el candidato propuesto.

c) Que el candidato propuesto satisfaga los requisitos establecidos para la clase a que va a ser promovido.

d) Que no se trate de propuestas de ascenso directo a la clase de fiscalizador asistente, dado que la misma es la puerta de ingreso a clases de naturaleza técnica que son la antesala del nivel profesional, por lo que se trata de una línea de actividad distinta, que demanda que en tales casos deberá llenarse a través de los trámites concursales que correspondan.

2. La Unidad de Recursos Humanos proporcionará al respectivo Gerente de División o al Auditor Interno la información que requiera, verificará el cumplimiento de lo establecido en el punto anterior y tramitará el nombramiento correspondiente.

3. Cuando un Gerente de División o el Auditor Interno  decida no proceder de conformidad con la potestad establecida en el punto 1 anterior, deberá justificarlo en forma motivada y expresa, fundamentación que servirá para que la Unidad de Recursos Humanos realice el siguiente procedimiento:

a) Convocatoria  a concurso interno a nivel institucional, salvo que existan registros de elegibles con candidatos internos con base en los cuales se confeccionará la respectiva terna. Cuando el Gerente de División o el Auditor Interno no seleccionen a ninguno de los candidatos que resulten por esta vía, deberá justificarlo por escrito. De tal justificación dependerá la procedencia de conformar una terna con candidatos externos según se indica en el punto siguiente.

b) Convocatoria a concurso externo, salvo que existan registros de elegibles con candidatos externos con base en los cuales se confeccionará la respectiva terna.

c) Cuando el servicio público lo requiera y así quede debidamente fundamentado por el Gerente de División respectivo o por el Auditor Interno,  se podrá proceder directamente con el concurso externo sin necesidad de que exista concurso interno previo.

6. Los nombramientos en estos cargos se realizarán de la siguiente manera: en los cargos de Auditor Interno, Jefe de Unidad y Asistente Técnico de la FOE, será el Contralor (a) General, en los demás casos el Gerente de División respectivo o el Auditor Interno propondrá el nombramiento que corresponda el cual será formalizado por la Unidad de Recursos Humanos como dependencia delegada por el Contralor (a) General para estos efectos.

7. En caso de nombramientos interinos en plazas reservadas, los Gerentes de División y el Auditor Interno podrán realizar traslados a otras plazas reservadas de la misma clase y nivel salarial que ocupe el candidato siempre que sea dentro de la misma dependencia.

8. La relación de servicio de los funcionarios que se encuentran en cargos regulares podrá finalizar por cualquiera de las siguientes razones:

a) Cuando el servidor no se desempeñe en forma eficiente durante el período de prueba, o cuando el servidor voluntariamente disponga retirarse del cargo en dicho período.

b) Por renuncia del servidor al servicio de la Contraloría, en cuyo caso preavisará según los términos de ley, correspondiéndole el pago de los extremos laborales.

c) Por cese de funciones para acogerse al derecho jubilatorio, o por incapacidad permanente dictada por un órgano competente.

d) Por despido sin responsabilidad patronal, en los casos en que proceda de conformidad con el ordenamiento jurídico vigente en esta materia. En los casos de funcionarios que estén ascendidos interinamente, la destitución alcanzará también la plaza que eventualmente ostenta en propiedad.
El inciso e) del artículo 14.8 fue derogado, según la Gaceta No.247 del 23 de diciembre de 2011.
En los casos indicados todo servidor deberá cubrir sus compromisos económicos o de otra índole con la Institución de previo a su salida de la misma, no obstante la Contraloría podrá aceptar las garantías que éste señale, como aval de que hará frente satisfactoriamente a los citados compromisos que pudieren estar pendientes.

ARTÍCULO 15.
Sobre las normas aplicables a los cargos de Servicios Especiales, Auxiliares de Fiscalizador y a las Prácticas Estudiantiles.

1.
Los Servicios Especiales cubren los cargos a plazo fijo de nivel profesional, técnico o administrativo que como tales se encuentran así consignados en las partidas de Sueldos por Servicios Especiales o Jornales Ocasionales en la Ley de Presupuesto y que mantienen una relación laboral para realizar trabajos de carácter especial y temporal subordinado a la obra o servicio producido, cuya iniciación y terminación se conocen previamente, no pudiendo sobrepasar de un año. El personal debe sujetarse a subordinación jerárquica y al cumplimiento de lo establecido en este Estatuto.

2.
Los Auxiliares de Fiscalizador cubren los cargos a plazo fijo de nivel técnico que como tales se encuentran así consignados en las partidas de Sueldos para Cargos Fijos en la Ley de Presupuesto y que no obstante tratarse de necesidades permanentes, mantienen una relación laboral cuya duración no podrá exceder de tres años.


Las relaciones de servicio de los funcionarios que ocupen puestos por tiempo determinado, tendrán la naturaleza de contratos a plazo fijo y se regirán por las disposiciones pertinentes de este Estatuto.

3.
Para realizar nombramientos de Servicios Especiales y de Auxiliares de Fiscalizador bastará con que la Unidad de Recursos Humanos verifique que el candidato cumpla con los requisitos de idoneidad. Dichos nombramientos los realizará el Gerente de División o el Auditor Interno según corresponda.

4.
La relación de servicio de los funcionarios que se encuentran en cargos de Servicios Especiales o de Auxiliar de Fiscalizador podrá finalizar por cualquiera de las siguientes razones:

a) Cuando finalice el periodo de su nombramiento.

b) Cuando el servidor no se desempeñe en forma eficiente conforme a la evaluación periódica de sus servicios.

c) Por renuncia del servidor al servicio de la Contraloría, en cuyo caso deberá otorgar preaviso según los términos de ley, correspondiéndole el pago de los extremos laborales.

d) Por despido sin responsabilidad patronal, en los casos en que proceda de conformidad con el ordenamiento jurídico vigente en esta materia.
El inciso e) del artículo 15.4 fue derogado, según la Gaceta No.247 del 23 de diciembre de 2011.
En los casos indicados todo servidor deberá cubrir sus compromisos económicos o de otra índole con la Institución de previo a su salida de la misma, no obstante la Contraloría podrá aceptar las garantías que éste señale, como aval de que hará frente satisfactoriamente a los citados compromisos que pudieren estar pendientes.

5.
La Contraloría podrá facilitar la realización de prácticas de estudiantes de colegios vocacionales, de trabajo comunal universitario y de otros tipos de trabajos académicos sin que exista vínculo laboral alguno dado que se trata de labores ad honorem con finalidades meramente educativas.

De acuerdo con la disponibilidad presupuestaria la Contraloría podrá otorgar ayudas consistentes en el pago de servicios de alimentación únicamente en el caso de estudiantes de colegios vocacionales dado que deben prestar un servicio que aunque temporal posee naturaleza continua.

En el caso de prácticas de estudiantes de colegios vocacionales, las solicitudes deberán formularse ante la Unidad de Recursos Humanos a la cual corresponderá autorizarlas siempre que se cuente con el visto bueno de la gerencia de división respectiva o del Auditor Interno. En los demás casos será responsabilidad de los Gerentes de División o del Auditor Interno permitir la realización de trabajos comunales universitarios y de otros tipos de trabajos académicos, de lo cual únicamente deberá informar a la Unidad de Recursos Humanos.”
Capitulo VI

de la Jornada de Trabajo

ARTICULO 43.
La jornada ordinaria de trabajo para los servidores en general _incluyendo a los trabajadores auxiliares A (choferes)_, no podrá ser mayor de ocho horas diurnas, siete horas mixtas, y seis nocturnas; esto es, cuarenta, treinta y cinco y treinta horas por semana, respectivamente.

De conformidad con lo regulado en el Artículo 136 del Código de Trabajo, puede convenirse una jornada diurna hasta de diez horas y una jornada mixta de hasta ocho horas, siempre que el trabajo semanal no exceda de las cuarenta y treinta y cinco horas, según corresponda.

ARTICULO 44.
El horario de trabajo para los servidores, salvo los casos de excepción que se señalan en el Artículo 35,  será de lunes a viernes de las ocho de la mañana a las dieciseis horas. Todo el tiempo comprendido entre esas horas se considera hábil; sin embargo, dentro de la jornada los servidores integrados en dos grupos tendrán derecho a quince minutos de descanso entre las ocho y cuarenta y cinco y las nueve y quince de la mañana y a cuarenta y cinco minutos entre las once y cuarenta y cinco y las trece y quince de la tarde, en la forma siguiente:  un primer grupo tomará los descansos mencionados de ocho y cuarenta y cinco a nueve de la mañana y de once y cuarenta y cinco a doce y treinta de la tarde, y un segundo grupo lo hará entre las nueve y nueve y quince de la mañana y entre las doce y treinta y las trece y quince de la tarde.  La conformación de los dos grupos que se alternan en cuanto al disfrute del tiempo para descanso, tiene como propósito que siempre exista personal disponible en las unidades administrativas, que permita atender en forma continua, durante toda la jornada de trabajo, las labores correspondientes a cada unidad.  Solo en el período de cuarenta y cinco minutos es permitido salir del lugar de trabajo.

ARTICULO 45.
Cuando así lo demande la naturaleza del servicio, el horario de trabajo y los períodos de descanso diferentes a los indicados en el Artículo 34, serán definidos y regulados por la Dirección General respectiva, de acuerdo con los tiempos establecidos y la legislación vigente.

ARTICULO 45 bis. En forma combinada con el cumplimiento presencial de la jornada de trabajo, los servidores podrán optar por el teletrabajo, entendido como cualquier modalidad de prestación de servicios de carácter laboral en virtud dela cual aquellos a quienes la índole de sus funciones lo permitan, podrán desarrollar toda o parte de su jornada laboral, desde un lugar distinto a las instalaciones de la Contraloría General o de los lugares a los que ha sido enviado a ejercer sus labores, mediante la utilización de las tecnologías de la información y las comunicaciones, pero sujeto a los mismos deberes, prohibiciones y responsabilidades de quienes laboran bajo la modalidad tradicional, conforme a las condiciones, requisitos y facilidades que se establecerán por resolución del Despacho Contralor.

La Contraloría General de la República podrá en cualquier momento revocar o modificar en forma razonada según corresponda las modalidades de prestación de servicios, las cuales no constuyen derechos adquiridos.

ARTICULO 46.
En las actividades de trabajo donde la prestación de servicio debe comprender las veinticuatro horas del día, los trabajadores estarán en la obligación de rotar en los distintos turnos  en que se dividan  las veinticuatro horas, de acuerdo con los horarios que se establezcan por los responsables, los cuales deben ser conocidos por los servidores con suficiente anticipación a las fechas de cambio de turno.

ARTICULO 47.
El Contralor General  podrá modificar transitoriamente los horarios establecidos en este Reglamento, siempre que circunstancias especiales así lo justifiquen.  El cambio deberá ser comunicado a los funcionarios oportunamente.

ARTICULO 48.
El trabajo remunerado por realizar fuera de la jornada ordinaria solo podrá ser autorizado en situaciones excepcionales.  

ARTICULO 49.
Previa autorización del Contralor General, quienes ejercen funciones de jefatura podrán solicitar a los servidores que trabajen horas extraordinarias remuneradas, dentro de los límites que indique la ley.  La omisión de la autorización no afectará al funcionario que hubiere laborado de buena fe y podrá dar lugar a responsabilidad civil y administrativa al respectivo jefe, conforme a la Ley General de la Administración Pública.

ARTICULO 50.
No se reconocerá como jornada extraordinaria aquella que no hubiere sido autorizada conforme al artículo precedente, ni el tiempo que ocupe el servidor para subsanar sus propios errores.  

ARTICULO 51.
Los servidores podrán ausentarse de su lugar de trabajo en situaciones especiales, si cuentan previamente con la autorización de su jefe inmediato.  En los casos en que deba mediar el registro de la entrada o salida y ésta se omita, deberá tramitarse la correspondiente boleta de justificación.  

Capitulo VII

del Registro y Control de Asistencia

ARTICULO 52.
Los Directores Generales serán responsables de velar por que se cumplan fielmente, en todos los casos, los horarios de trabajo y de descanso que establece el presente Estatuto.

La Unidad de Recursos Humanos será la encargada de controlar el registro de asistencia y puntualidad del personal individualmente, y de informar a los Directores Generales acerca de las inconsistencias que ameriten sanción, detectadas en dichos registros, con el fin de que adopten las medidas que correspondan.

Los servidores que no registran su asistencia y puntualidad deben respetar los horarios establecidos.  Los Directores Generales serán responsables de recomendar ante la Unidad de Recursos Humanos, las sanciones que correspondan según este estatuto para aquellos servidores que en tal condición estuvieren incurriendo en faltas en esta materia.

ARTICULO 53.
Todo servidor deberá registrar personalmente su ingreso y salida de las instalaciones de la Contraloría en días y horas no hábiles.

ARTICULO 54.
Los servidores que efectúan sus registros para el control de asistencia y puntualidad tendrán derecho a justificar mediante la boleta respectiva, ante su superior inmediato, las irregularidades en dicho registro en que pudieren incurrir.  Para ello, dispondrán de tres días hábiles a partir del día siguiente en que ocurrió la inconsistencia.  Vencido este plazo y si la hubiere, la jefatura respectiva deberá remitir la justificación durante el día hábil siguiente a la Unidad de Recursos Humanos.  Lo dispuesto en este artículo será también aplicable al trámite de las boletas de vacaciones.

ARTICULO 55.
Están excluídos del registro  de asistencia, los Directores Generales, Directores Adjuntos, Subdirectores, Jefes y Subjefes de Departamento, los Supervisores y  los servidores que por la naturaleza de sus funciones realicen su trabajo fuera de la sede de la Contraloría.  Igualmente, sin que signifique variación en su jornada, los que determine la Unidad de Recursos Humanos a la luz del oficio No.549-CO-83 del 12 de diciembre de 1983.  Cuando un servidor no haya hecho un correcto uso de la confianza otorgada, los Directores Generales  solicitarán al Departamento de Recursos Humanos, la inclusión del  servidor en el  registro de control de asistencia, previa aplicación del debido proceso.

ARTICULO 56.
En cuanto a aquellos servidores que deban normalmente registrar sus entradas y salidas para efectos del control de asistencia, pero que por la naturaleza de su trabajo se encuentran destacados en sitios diferentes a la sede de la Contraloría, bastará que sea informado así a la Unidad de Recursos Humanos en los cinco  primeros días hábiles  de cada mes siguiente al lapso que estuvo ausente, para que conste la respectiva justificación.  Asimismo, estos servidores deberán registrar sus ingresos y salidas de la sede de la Contraloría cuando tuvieren que hacerse presentes en ésta por cualquier razón.

Capitulo XIII

de las Obligaciones

ARTICULO 90.
Son obligaciones de los servidores:

a) Cumplir con la jornada de trabajo que este Estatuto establece.

b) Asistir puntualmente a su trabajo todos los días hábiles.

c) Registrar la entrada y la salida las veces que sea necesario para garantizar la seguridad institucional y un adecuado control de asistencia y puntualidad.

d) Pedir permiso al superior jerárquico inmediato antes de salir del centro de trabajo por razón de cualquier asunto oficial o personal, y reportar con exactitud el lugar en que se encontrará.

e) Desempeñar los servicios propios de su cargo con toda diligencia, así como cualquier otra función compatible con el cargo, que sus superiores le encomienden.

f)
Tratar con respeto y cortesía a sus jefes, compañeros y público visitante.

g)
Asistir a laborar con una adecuada presentación personal.

h)
Portar el gafete de identificación como funcionario de la Contraloría, cuando se encuentre en las instalaciones de la Institución.

 i)
Cuidar el equipo, mobiliario y útiles de la propiedad o al servicio de la Contraloría y no usarlos para trabajos ajenos a los propios de ésta, e informar de cualquier desperfecto en el equipo y mobiliario mencionado.

j)
Observar disciplina y buenas costumbres dentro y fuera del local de la Institución.

k)
Reportar a su superior sin demora cualquier irregularidad de la que se dieren cuenta o de la que fueran informados para la correcta marcha de esta Contraloría General, o de las atribuciones de ella.

l)
Guardar absoluta discreción y confidencialidad sobre los asuntos relacionados con su trabajo.

ll)
Asistir a las conferencias, reuniones y eventos de entrenamiento a que fueran convocados, siempre que no se los impida causa justa.

m)
Someterse a reconocimiento médico en cualquier momento a solicitud  del Servicio Médico de la  Contraloría o de algún organismo oficial de salud pública  o de seguridad social.

n)
Acatar las medidas que tiendan a prevenir el acaecimiento de accidentes de  trabajo y enfermedades profesionales.

ñ)
Cumplir con las demás disposiciones que en forma expresa establece este Estatuto, la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República y su Reglamento, y demás legislación conexa.

El incumplimiento de cualquiera de las obligaciones de este artículo se sancionará, dependiendo de la gravedad de la falta, según lo dispone el Capítulo XIV de este Estatuto.

ARTICULO 91. Además de las contempladas en el artículo precedente,  los Directores Generales, Directores Adjuntos, Subdirectores, los Jefes, Subjefes y los Supervisores tendrán las  obligaciones siguientes:

a) Cumplir con los cometidos propios de las funciones que tiene encomendadas.

b) Orientar y supervisar las labores de todos los servidores que estén a su cargo.

c) Velar para que los servidores no acumulen sus vacaciones, para ello deberán coordinar que los programas de  trabajo no coincidan con los programas de disfrute de vacaciones de  los servidores.

d) Informar sobre la marcha de la unidad respectiva períodicamente a su superior jerárquico, y en forma inmediata cuando ocurra un hecho que requiera pronta atención.

e) Cuidar de la disciplina y asistencia de los servidores bajo su responsabilidad, informar a su superior  las irregularidades que en uno u otro aspecto  se presenten.

f)
Vigilar y motivar el buen uso que sus subalternos hagan del equipo, materiales y mobiliario de la Institución.

g)
Estar atentos a que sus subalternos lleven al día y en debida forma el trabajo que les ha sido asignado, y tomar las medidas pertinentes para que las labores se efectúen eficientemente y sin atrasos.

h)
Emitir las instrucciones necesarias para el orden y el trabajo de la unidad bajo su responsabilidad.

 i)
Evaluar en forma objetiva a sus subalternos, llenando oportunamente el formulario de calificación anual de servicios; así como analizar con el funcionario respectivo el resultado de la evaluación.

 j)
Brindar especial atención a los servidores nuevos, tanto en los aspectos propios del desempeño, como de su integración con el resto de compañeros durante el período en que estén a prueba.

k)
Cumplir sus funciones sin sujeción a los límites de la jornada establecida por este Estatuto, cuando sea necesario.

 l)
Motivar a sus subalternos para que estos brinden eficientemente sus servicios.

ll)
Cumplir con todas las demás obligaciones propias de su cargo.

ARTICULO 91 bis. Los servidores de la Contraloría General podrán prestar temporalmente sus servicios fuera de la sede de la institución cuando las funciones de fiscalización superior de la Institución así lo exigieren.

Cuando tuvieren que trasladarse fuera de la Institución o se debieren pernoctar en el sitio donde están desarrollando su trabajo, esta situación se ajustará al artículo 21 de este Estatuto.

Cuando el ejercicio de un nuevo cargo requiera variar, parcial o temporalmente, a un funcionario el lugar de la prestación de sus servicios se deberá seguir un procedimiento similar al establecido en el artículo 123 de este Estatuto, salvo que no procediera el pago de indemnización alguna.
Artículo 82 bis,  así reformado en la Gaceta No.119 del 21 de junio de 1999, pág.33
ARTICULO 92.
Los Directores Generales deberán aplicar las sanciones que por concepto de disciplina y asistencia se deriven de los informes que prepare la Unidad de Recursos Humanos y lo dispuesto en el presente Estatuto.

Capitulo XV

del Regimen de Sanciones

ARTICULO 96.
Los servidores de la Contraloría General de la República estarán sujetos a responsabilidad administrativa cuando, por dolo o culpa grave incurran en algunas de las conductas sancionables según el presente Estatuto, lo cual dará lugar a la imposición de las sanciones disciplinarias correspondientes por parte del Contralor General o de los Directores Generales, según corresponda, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 15 de la Ley de Salarios y Régimen de Méritos de la Contraloría General de la República.

ARTICULO 97.
Sin perjuicio de las leyes aplicables a esta Contraloría, las sanciones se harán efectivas de conformidad con la gravedad de la falta, la reincidencia y otros elementos de juicio similares, y serán:

a) Amonestación verbal.

b) Amonestación escrita.

c) Suspensión del trabajo sin goce de sueldo hasta por ocho días.

d) Despido sin responsabilidad patronal.

Tales sanciones se aplicarán atendiendo no estrictamente el orden en que aquí aparecen, sino la gravedad de la falta y la reincidencia en la misma.

ARTICULO 98.
La amonestación escrita y la verbal que surjan como producto del control de asistencia y puntualidad serán aplicadas por el Director General del respectivo servidor, previo seguimiento del debido proceso.

ARTICULO 99.
La amonestación verbal se aplicará:

a) Cuando el servidor cometa alguna falta leve a las obligaciones que le impone su relación de servicio.

b) En los casos previstos por este Estatuto.

ARTICULO 100. La amonestación escrita se aplicará:

a) Cuando se haya amonestado al servidor en los términos del artículo precedente e incurra nuevamente en la misma falta.

b) Cuando el servidor incumpla alguna de las obligaciones o prohibiciones estipuladas en los capítulos XI y XII de este Estatuto, siempre y cuando la falta no diera méritos para una sanción diferente.

c) Cuando el ordenamiento jurídico exija la amonestación escrita antes que una sanción mayor.

d) En los otros casos previstos por este Estatuto.

ARTICULO 101. La suspensión del trabajo por un máximo de ocho días sin goce de sueldo se aplicará en los  casos siguientes:

a) Cuando el servidor después de haber sido amonestado por escrito, incurra nuevamente en la falta que motivó dicha sanción, salvo sanción diferente prevista en este Estatuto.

b) Cuando el servidor viole en forma notable alguna de las obligaciones  o prohibiciones de este Estatuto; o cuando reincida en una falta después de habérsele sancionado con 
«amonestación escrita»; o cuando reincida en una falta que haya ameritado suspensión sin goce de sueldo menor a ocho días.

c) Cuando estando la falta contemplada entre los causales de despido, el Contralor General discrecionalmente y en atención a circunstancias muy especiales, disponga no aplicar el despido.

d) En los casos previstos por este Estatuto.

ARTICULO 102. El despido sin responsabilidad patronal procederá en los casos siguientes:

a) En los  expresamente previstos por este Estatuto.

b) Cuando al servidor se le imponga en tres ocasiones sanción disciplinaria por una falta similar, e incurre en la misma causal por cuarta vez.

c) Cuando se diere alguna de las causales de despido contempladas en el artículo 81 del Código de Trabajo.

d) Cuando por la gravedad de la falta amerite la aplicación de esta sanción.

ARTICULO 103. La reincidencia para efectos de aplicar las sanciones se computará en un período de tres meses; salvo los casos de reincidencia  previstos en los artículos 98 y 101, referentes a la sanción impuesta por hacer la marca en el registro de asistencia y puntualidad de otro servidor y la no comunicación por parte de un servidor ante una ausencia. La reincidencia será contada a partir del mes en que se le impuso una sanción por la misma causa.  En este caso, el servidor responsable se hará acreedor de la sanción inmediata superior, respecto de la que se le había impuesto.

Las sanciones por una misma causa que se presenten en un mismo mes calendario serán acumulativas.
Párrafo primero, Artículo 93,  así reformado en la Gaceta No.218 del 13 de noviembre de 1996.
ARTICULO 104. La potestad disciplinaria será ejercida dentro del plazo de un mes contado a partir del momento en que la Contraloría General tenga conocimiento de los hechos, de acuerdo con las reglas siguientes:

a) Cuando los hechos susceptibles de generar responsabilidad sean evidentes y manifiestos, dicho plazo comenzará a correr a partir del día siguiente.

b) Cuando se trate de hechos que no tengan las características señaladas en el inciso precedente y que para el establecimiento de su verdad real requiera de un procedimiento administrativo, dicho plazo comenzará a correr desde el momento en que los hechos se ponen en conocimiento del órgano competente para disciplinar la falta por parte del órgano director establecido al efecto o de la Unidad de Recursos Humanos.

c) Cuando se trate de faltas de puntualidad y asistencia, el plazo comenzará a correr a partir del primer día del mes siguiente en el que se produjeron las inconsistencias; salvo que las faltas ameriten la realización de un proceso ordinario, en cuyo caso regirán los plazos establecidos para ese efecto.

ARTICULO 105. La prescripción de la potestad disciplinaria se interrumpirá:

a) Por toda comunicación escrita de la Unidad de Recursos Humanos o del superior inmediato del funcionario, dirigida al Contralor General o a los Directores Generales según sea el caso, haciendo de su conocimiento los hechos susceptibles de generar responsabilidad.

b) Por el acto dictado por el Contralor General que acuerde el inicio del procedimiento administrativo respectivo.

c) Por los actos de trámite dictados en el curso del procedimiento administrativo.

ARTICULO 106. Las omisiones de registro de asistencia injustificadas durante un mismo mes calendario, para efectos del control de la asistencia y puntualidad del personal, se sancionarán en la forma siguiente:

a) Por una, amonestación verbal.

b) Por dos, amonestación escrita.

c) Por tres, suspensión sin goce de salario hasta por dos días.

d) Por cuatro, suspensión sin goce de salario hasta por ocho días.

e) Por cinco o más, despido sin responsabilidad patronal.

ARTICULO 107. El servidor que efectúe el registro de asistencia de otro sin estar autorizado expresamente para ello, incurrirá en falta grave, y se hará acreedor a las sanciones siguientes:

a) La primera vez, suspensión sin goce de salario por ocho días.

b) La segunda vez, despido sin responsabilidad patronal.

ARTICULO 108. Las llegadas tardías injustificadas hasta por veinte minutos contados desde la hora de inicio de las labores, durante un mismo mes calendario, se sancionarán de la manera siguiente:

a)
Por cuatro, amonestación verbal.

b)
Por cinco, amonestación escrita.

c)
Por seis, suspensión sin goce de salario hasta por dos días.

d)
Por siete, suspensión sin goce de salario hasta por tres días.

e)
Por ocho, suspensión sin goce de salario hasta por cuatro días.

f)
Por nueve, suspensión sin goce de salario hasta por cinco días.

g)
Por diez, suspensión sin goce de salario hasta por ocho días.

h)
Por más de diez, despido sin responsabilidad patronal.

ARTICULO 109. Las llegadas tardías injustificadas superiores a veinte minutos, pero menores  a media jornada, contados desde la hora de inicio de las labores  durante un mismo mes calendario, se sancionarán de la manera siguiente:

a) Por una, amonestación verbal.

b) Por dos, amonestación escrita.

c) Por tres, suspensión sin goce de salario hasta por dos días.

d) Por cuatro, suspensión sin goce de salario hasta por ocho días.

e) Por cinco, despido sin responsabilidad patronal.

ARTICULO 110. Los servidores que no comuniquen su ausencia el mismo día, o no demuestren adecuadamente la existencia de un caso de fuerza mayor que se lo impida o no lo haga en el momento en que los hechos que motiven la no comunicación desaparezcan, así como aquellos que emitieren argumentos falsos debidamente comprobados para ausentarse de su trabajo, serán sancionados de la forma siguiente:

a) La primera vez, suspensión sin goce de salario por dos días.

b) La segunda vez, suspensión sin goce de salario por ocho días.

c) La tercera vez, despido sin responsabilidad patronal.

ARTICULO 111. Las ausencias injustificadas computables en un mismo mes calendario, se sancionarán de la manera siguiente:

a) Por un día de ausencia, suspensión sin goce de salario por dos días.

b) Por dos días alternos de ausencia, suspensión sin goce de salario por cuatro días.

c) Por dos días consecutivos de ausencia, suspensión sin goce de salario por ocho días.

d) Por más de dos días alternos o consecutivos de ausencia, despido sin responsabilidad patronal.

ARTICULO 112. El abandono de trabajo debidamente comprobado se sancionará en la forma siguiente:

a) La primera vez, amonestación escrita.

b) La segunda vez, suspensión sin goce de salario por ocho días.

c) La tercera vez, despido sin responsabilidad patronal.

Capitulo XIX

de la Reorganización y Supresión de Plazas

ARTICULO 132. La supresión de plazas y la consecuente finalización de la relación de servicio de sus titulares, únicamente procederá por reorganización y deberá ajustarse al siguiente procedimiento:

i. elaboración de un estudio técnico que determine la necesidad de la reorganización y de la supresión de la plaza como parte de aquella;

ii. el acto de traslado de la posible supresión de plaza será emitido mediante resolución motivada del Contralor General;

iii. al funcionario potencialmente afectado se le concederá traslado por tres días hábiles para que ejerza su derecho de defensa;

iv. la supresión de la plaza por reorganización será emitida mediante resolución razonada del Contralor General;

v. el funcionario que cese su relación de servicio por la supresión de su plaza, será indemnizado en los términos que establece el Estatuto de Servicio Civil y su Reglamento.

ARTICULO 133. Dentro del proceso de reorganización, los servidores de la Contraloría General que así lo quisieren y acepten expresamente, podrán ocupar puestos de inferior categoría y remuneración, en cuyo caso serán indemnizados, por una sóla vez, con un pago único y suficiente, calculado de la siguiente forma: se multiplicará la diferencia de salarios que existiere entre el puesto que tenía al momento de la reorganización y el nuevo cargo asumido, por el número de años laborados o fracción superior a seis meses.
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N° 2685-P
EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

Y EL MINISTRO DE LA PRESIDENCIA,

 En uso de las facultades conferidas por el inciso 18)  del artículo 140 la Constitución Política y Decreto N° 4 de 30 de enero de 1958,

DECRETAN:

Artículo 1°—Apruébase el Reglamento Interior de Trabajo de la  Procuraduría General de la República, en la siguiente forma:

REGLAMENTO INTERIOR DE TRABAJO
DE LA PROCURADURÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA
 DE ESTE REGLAMENTO

Artículo 1°—Se establece el presente Reglamento Interior de Trabajo, que en adelante se mencionará  “Reglamento”,  para  normar  las  relaciones internas  entre la Procuraduría General de la República y sus trabajadores, con ocasión  o por consecuencia del trabajo, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 66, 67 y 68 del Código de Trabajo, 29 inciso e), 31 de la Ley Orgánica del Ministerio de Trabajo y Bienestar Social y el decreto N° 4 de 26 de abril de 1966,

Artículo 2°—Para los efectos de este Reglamento, se entiende por:

a) Patrono: La Procuraduría General de la República, con domicilio en San José, dedicada a las funciones que determina la ley;

b) Representantes Patronales: El Ministro de la Presidencia y el Procurador y Subprocurador Generales de la República y toda otra persona que bebidamente autorizada por ellos ejerza funciones de dirección, administración o ambos géneros; y

c) Trabajadores: A las personas físicas que presten sus servicios a la Procuraduría General de la República en virtud de un contrato de trabajo verbal o escrito, expreso o tácito, individual o colectivo.

Artículo 3°—La Procuraduría General de la República estará integrada por:

 

a)
La Procuraduría General de la República;

b)
La Subprocuraduria General de la República;

c)
La Procuraduría Civil y Contencioso Administrativa;

ch)
La Procuraduría Penal;

d)
La Procuraduría Fiscal;

e)
La Procuraduría de Hacienda;

f)
La Procuraduría de Trabajo;

g)
La Procuraduría Agraria;

h)
La Procuraduría Administrativa ;

i)
La Procuraduría Específica ;

j)
La Notaría del listado;

k)
Las Procuradurías Auxiliares :

1)
La Secretaría General;

m)
Las Fiscalías; las Asistencias de Procuraduría;

n)
La Prosecretaría General;

ñ)
La Sección de Biblioteca; y

o)
Los demás funcionarios y empleados que requiera el buen servicio.

DE LOS DEBERES Y OBLIGACIONES

Artículo 4°-Son funciones que corresponden al Procurador General de la República, como Superior de la Institución:

1) Velar por el exacto cumplimiento de las leyes y reglamentos en general; y de los acuerdos y resoluciones concernientes a la Institución;

2) Ser abogado consultor del Poder Ejecutivo y dirigir personalmente los procesos o juicios en que el Estado intervenga como actor o demandado, que a su prudencia, o por encargo del Poder Ejecutivo, requieran su inmediata dirección;

3) Rendir a la Administración Pública, Municipalidades e Instituciones Autónomas y Semiautónomas, los informes y dictámenes que le soliciten, pudiendo hacerlo a través de un Procurador, previa opinión de la Asesoría Legal respectiva;

4) Contestar el traslado de rigor en las demandas de inaplicabilidad por inconstitucionalidad;

5) Firmar en representación del Estado, los actos o contratos en que sea parte o tenga interés éste, una vez que haya sido autorizado por el Ministro respectivo o el Poder Ejecutivo; y

6) Ejercer la jurisdicción disciplinaria sobre todos los demás funcionarios y empleados de la Institución.

Artículo 5°—El Procurador General de la República podrá delegar en el Subprocurador alguna o algunas de sus atribuciones.

Artículo 6°—Son funciones que corresponden al  Subprocurador General de la República:

1) Las mismas atribuciones que conciernen al Procurador General de la pública, en su ausencia, falta o impedimento ;

2) Las que el Procurador General le encomiende o delegue; y

3) La distribución de consultas y de juicios o procesos de toda índole.

Artículo 7°—Corresponde  al   Procurador   Civil  y  Contencioso-Administrativo:

1) Rendir los dictámenes e informes que se le encarguen y representar al Estado en los negocios civiles, comerciales o contencioso-administrativos que le asigne el Procurador General o el Subprocurador ;

2) Intervenir en las calificaciones de las garantías que incumben a la Procuraduría General de la República;

3) Representar judicialmente a las corporaciones municipales, juntas de educación y beneficencia, cuando carezcan de representante propio y exista requerimiento al efecto, por encargo del Superior; y

4) Atender las diligencias de expropiación por causa de utilidad pública, de los Poderes Públicos.

Artículo 8°—Corresponde al Procurador Penal ;

1) Rendir los informes o dictámenes en especial sobre la materia y le​vantar las  informaciones que se le encomienden;

2) Intervenir en los procesos por delitos de acción pública, directamente o por medio de los Fiscales, y promover y vigilar el juzgamiento de los mismos; 

3) Ejercer la acción penal  por delitos  reservados  exclusivamente a la querella privada, cuando los ofendidos sean personas incapacitadas, que carezcan representante legal, o cuando fueren éstos los delincuentes; 

4) Interponer el recurso de revisión contra las sentencias de los tribunales del país, conforme a las disposiciones de la ley;

5) Velar porque se observen fielmente las disposiciones legales relacionadas con la detención o prisión de los indiciados o procesados y presentar las quejas o denuncias que correspondan por inobservancia de las leyes y i tos vigentes en la materia; y

6) Llevar el control funcional de las fiscalías en lo relativo a la materia penal.

Artículo 9°—Corresponde al Procurador Fiscal:

1) Rendir los dictámenes o informes y levantar las informaciones que se encarguen;

2) Ejercitar y activar las acciones por delitos en que figuren como ofendidos el Estado, las Municipalidades, Juntas de Educación y Beneficencia y las Instituciones Autónomas o Semiautónomas, sin perjuicio de las que deben presentar las entidades afectadas o las personas que resultaren perjudicadas;

3) Intervenir en los procesos y diligencias judiciales, respecto del nombramiento de tutores, curadores, representantes de ausentes, protección de intereses de incapaces, etc.; y

4) Recibir denuncias acerca de los delitos indicados en el inciso primero en cuyo caso podrán servir como testigos los Procuradores y empleados de la institución.

Artículo 10.—Son funciones que corresponden al Procurador de Trabajo:

1) Evacuar las consultas que se le sometan a estudio, y atender o dirigir los juicios de materia laboral en que sea parte el Estado; y

2) Atender las diligencias de gestiones de despido que inicien los Ministros.

Artículo 11. —Corresponde al Procurador de Hacienda:

1) Asesorar especialmente al Ministerio de Hacienda y las Administraciones Tributarias; y

2) Atender los procesos o juicios que sobre la materia le encomiende el Superior.

Artículo 12.—Corresponde al Procurador Agrario:

1) Atender preferentemente las consultas y litigios relacionados con el patrimonio nacional;

2) Velar por la integridad de los bienes inmuebles que pertenecen al Estado; y

3) Intervenir en las informaciones posesorias y demás diligencias judiciales sobre bienes inmuebles en que puedan afectarse derechos del Estado.

Artículo 13.—Corresponde al Procurador Administrativo:

1) Evacuar las consultas y  dirigir los procesos  sobre la materia que se le encomienden; y

2) Coadyuvar con la Procuraduría de Trabajo en la atención de las demandas laborales contra el Estado.

Artículo 14.—Corresponde al Procurador Específico:

1) Asesorar a la Administración en materia de Derecho Internacional, especialmente al Ministerio de Relaciones Exteriores y evacuar las consultas que sobre cualquier otra materia se le encarguen; y

2) Dirigir los juicios o procesos que se le encarguen, que serán, de preferencia, en la materia contencioso-administrativa.

Artículo 15.—Corresponde a los Notarios del Estado;

1) Llevar a cabo los otorgamientos de escrituras referentes a actos o contratos en que sea parte o tenga interés el Estado, y proceder a la inscripción de aquéllos que sean inscribibles en los respectivos registros;

2)   Entregar a la Prosecretaría las copias de los documentos que se formalicen en sus protocolos; y

3)  Evacuar las consultas sobre aspectos de su especialidad.

Artículo 16.—Corresponde a los Procuradores Auxiliares:

1)  Atender las consultas que se les encomiende y demás labores que se les asigne, y auxiliar a las Procuradurías indicadas que les señale el Superior, en el desempeño de sus funciones; y

2)   Atender las defensas de funcionarios que delinquieren en el ejercicio de sus funciones.

Artículo 17.—Corresponde al Secretario General:

1)  Atender la correspondencia de la Procuraduría  General de la República, y resolver los asuntos de orden interno que se le encarguen, relativos al personal y presupuéstales;

2) Extender y firmar las certificaciones de documentos o piezas originales que consten en sus archivos, o en cualquiera de las oficinas de la Institución.

3)  Llevar el control de las labores de las Fiscalías; y

4)  Vigilar por la asistencia y disciplina de los funcionarios y empleados.

Artículo 18.—Corresponde a las Fiscalías:

1) Representar a la Procuraduría General de la República en los lugares que determine el Poder Ejecutivo; y

2)  Levantar las informaciones ordenadas por el Superior.

Artículo 19.—Corresponde a los Asistentes:

Colaborar con las Procuradurías en el desempeño de sus labores.

Artículo 20.—Corresponde al Prosecretario General:

1) Sustituir al Secretario General en sus ausencias. Colaborar con él en el ejercicio de sus funciones. Llevar el control y distribución de los asuntos sometidos a estudio de los funcionarios de la Institución. Proveer a las oficinas de la utilería indispensable, y custodiarla.  Atender el índice de Escrituras.  Atender y custodiar el archivo general de la Institución.

Artículo 21.—Corresponde   al   Encargado   de  la   Biblioteca,   Archivo e Índices:

1) Custodiar las obras jurídicas de la Biblioteca, de las cuales llevará un inventario cuidadoso. Controlar la consulta de las obras. Exigir al retiro de cualquier obra para consulta fuera del salón, un comprobante a efecto de control. Velar por la compra de obras recientes.

Ninguna obra podrá ser tenida en consulta fuera del salón por más de ocho días consecutivos;

2) Tener bajo su custodia una copia de los informes y dictámenes y documentos anexos de los informes rendidos por la Procuraduría General de la República; y 

3) Mantener al día en la sección respectiva, los índices de Leyes y Decretos vigentes y derogados; de Tratados y Convenios Internacionales vigentes o denunciados; de contratos administrativos y el de consultas o dictámenes remetidos por la Institución.

Artículo 22.-La asignación específica de tareas a ciertos funcionarios no perjudica la atribución del Superior de variarlas o modificarlas, según las circunstancias.

Artículo 23-Son deberes de los funcionarios y empleados de la Procuraduría General de la República:

1) Prestar los servicios personalmente, en forma regular y continua, de acuerdo con los respectivos contratos de trabajo, y dentro de la jornada de trabajo;

2) Ejecutar el trabajo con intensidad, dedicación y esmero apropiados, y en la forma, tiempo y lugar convenidos;

3) Acatar las órdenes e instrucciones que les impartan el Superior o sus representantes y ejecutar las labores que los mismos les encomienden, dentro de la jornada de trabajo, siempre que sean compatibles con sus aptitudes, estado y condición y que sean de aquellos que forman el objeto del contrato de trabajo;

4) Observar dignidad en el desempeño de las labores, en la vida social y privada, de modo que su conducta no perjudique el buen nombre de la Institución;

5) Guardar al público la consideración y trato adecuados, respecto de las relaciones motivadas en el desempeño del cargo o empleo, así como ser respetuoso y cortés con los jefes, compañeros y subalternos;

7) Rendir los dictámenes e informes solicitados dentro del plazo de ocho días posteriores a la entrega de las consultas para su estudio, salvo casos especiales a juicio del Superior.

DE LAS PROHIBICIONES

Artículo 24.-Además de los dispuesto por el Estatuto de Servicio Civil y su Reglamento y el Código de Trabajo, queda absolutamente prohibido a los funcionarios y empleados:

1) Servir cualquier otro cargo o empleo público. Esta prohibición no comprende cargos docentes, ni los que desempeñados en el Poder Ejecutivo, sean remunerados por dietas o se sirvan ad-honórem;

2) Dirigir a los Supremos Poderes, a otros funcionarios o corporaciones oficiales, felicitaciones o censuras por sus actos;

3) Tomar parte activa en reuniones manifestaciones y otros actos de carácter político, prohibición que sólo se aplicará a aquellos funcionarios para los cuales la establezca el Código Electoral;

4) Para quienes ostenten la calidad de abogados, ejercer la abogacía aunque estén con licencia o separados temporalmente de su puesto por cualquier causa, excepto respecto de sus negocios propios, conyugue, o de los parientes suyos, por consaguinidad o afinidad en toda la línea recta o en la colateral hasta el segundo grado inclusive;

5) Ocupar tiempo, en horas de trabajo, para asuntos ajenos a las labores encomendadas, excepto en casos de urgencia, así como recibir visitas frecuentes y prolongadas de carácter personal para asuntos particulares;

6) Mantener conversaciones innecesarias con compañeros de trabajo o terceras personas, o ausentarse de sus oficinas para distraer tiempo en otras oficinas o en los pasillos o hacer tertulias, de modo que perjudiquen el servicio;

7) Permanecer en los locales de la Institución después de la hora en que termina la jornada vespertina, salvo los funcionarios que requieran por urgencia o estudio permanecer más tiempo y aquel personal que a juicio suyo sea necesario para la ejecución de tales labores;

8) Permanecer más de quince minutos fuera, en las tardes, en la salida para tomar café o algún alimento, única salida permitida a ese efecto; y 

9) Hacer llamadas telefónicas particulares, excepto en casos de urgencia previa autorización del jefe inmediato.

DE LA JORNADA DE TRABAJO

Artículo 25.—La jornada de trabajo se desarrollara en la cuidad de San José y en los lugares en que se hallan las Fiscalías: Cartago, Alajuela, Heredia, Limón, Puntarenas, Turrialba, San Ramón Golfito, Liberia, Nicoya, Cañas, o en cualquier otro que en el futuro ocupe. El cambio de lugar se avisara con prudente anticipación a los empleados.

Artículo 26.—Los funcionarios y empleados de la Procuraduría General de  la República están obligados a asistir a las mismas horas de servicio público de las oficinas del Poder Judicial, por lo tanto regirá el siguiente horario: 

a) Entrada: siete y media. Salida: once horas

b) Entrada: trece horas.  Salida: diecisiete y media horas.

Artículo 27.—La Procuraduría podrá modificar transitoriamente los horarios anteriores, siempre que circunstancias especiales así lo exijan y no se cause grave perjuicio a los trabajadores. En este caso la Institución dará aviso a los trabajadores afectados con un mínimo de tres días de anticipación.

La modificación definitiva de los horarios deberá ser sometida previamente al trámite de aprobación por parte de la División de Asesoría Jurídica del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social.

Artículo 28.—Cuando necesidades imperiosas de la Institución lo requieran, los trabajadores quedan en la ineludible obligación de laborar en horas extraordinarias salvo impedimento grave y hasta por el máximo de horas permitido por la ley, sea que la jornada ordinaria sumada la extraordinaria no podrá  exceder de doce horas diarias. En cada caso el Superior comunicará a los trabajadores con la debida anticipación, la jornada extraordinaria que deban realizar. La negativa injustificada se considerará como falta grave para los efectos de su sanción.

DEL REGISTRO DE ASISTENCIA

Artículo 29.—El control de asistencia y puntualidad estará a cargo de la Secretaría General, y se llevará a cabo para todos los trabajadores y funcionarios por medio de tarjetas individuales que deberán ser marcadas en el reloj electrónico que para este fin está instalado a la entrada del centro de trabajo.

Caso de no existir reloj marcador, el Superior dispondrá la forma en que se llevará a cabo el control de asistencia y puntualidad.

Artículo 30.—Todo trabajador deberá, después de marcar su tarjeta o registro de asistencia, reportarse a  su  Jefe inmediato superior, para efecto de ejercer un doble control de las llegadas tardías.

Artículo 31.—Salvo los casos previstos en este Reglamento, la omisión de una marca en la tarjeta o registro de asistencia, a cualquiera de las horas de entrada o de salida, hará presumir la ausencia a la correspondiente fracción de la jornada siempre y cuando el empleado no justifique la omisión a más tardar en la siguiente fracción de la jornada a aquella en que sucedió el hecho.

Artículo 32.—El trabajado que por dolo o complacencia, o por negligencia repetida dos veces, marque tarjeta o registro de asistencia que no le corresponda, incurrirá en falta grave a sus obligaciones, haciéndose acreedor al despido del trabajo.

Incurrirá en la misma falta y se aplicará la misma sanción al trabajador a quien se pruebe haber consentido que otro marcara su tarjeta 

Incurrirá en la misma falta, y se aplicará la misma sanción, al a quien se pruebe haber consentido que otro marcara su tarjeta o registro de  asistencia.

Artículo 33.—No obstante lo dispuesto en el artículo anterior, imponerse la sanción si el trabajador que marcó la tarjeta o registro de asistencia, o al que le marcaron la misma, informa del hecho a quien corresponda, como un error, a más tardar en el curso de la siguiente jornada de trabajo en que aquél hecho sucedió.

DE LAS AUSENCIAS, LLEGADAS TARDÍAS 

Y ABANDONO DEL TRABAJO

Artículo 34.—Se considerará ausencia la inasistencia a un día completo de trabajo. La falta a una fracción de la jornada se computará como la mitad  de una ausencia.

Dos mitades de una ausencia para efectos de este Reglamento, se computará como una ausencia. No se pagará el salario que corresponde a las ausencias, excepción hecha de los casos señalados por la ley.

Artículo  35.—Las ausencias injustificadas computables al final de un mismo mes calendario, se sancionarán en la siguiente forma:

a)    Por media ausencia; amonestación verbal

b)….Por un día : amonestación escrita

c)…Por un día y medio ; suspensión hasta por dos días;

d)   Por dos ausencias consecutivas; o cuatro medias ausencias alternas , suspensión por 5 días;y

e) Por más de dos días consecutivos o tres alternos : despido.


Procederá también el despido cuando la ausencia a tres medias jornadas más, se prolongue durante tres meses consecutivos; o cuando la ausencia a dos medias jornadas o a un día completo, se reitere durante seis meses, toda vez que la reiteración se estimare como falta grave a las obligaciones del trabajador.

Artículo 36.—Se considera llegada tardía el ingreso al trabajo después de 10 minutos de la hora señalada para el inicio de las labores en la correspondiente fracción de la jornada. Sin embargo, el trabajador que tuviere una llegada tardía superior a los 30 minutos de iniciada la jornada de trabajo indicará que el trabajador no ha prestado sus servicios durante la misma equiparándose esta falta, para todos los efectos legales, a media ausencia.

En casos muy calificados, a juicio del respectivo Jefe, y para efectos de no aplicar la sanción correspondiente, se justificarán las llegadas tardías.

Artículo 37.— Se considerará abandono del trabajo hacer dejación dentro de la jornada estipulada en el capítulo  correspondiente  de este Reglamento, de la labor objeto del contrato. Para efectos de calificar el abandono del trabajo no es necesario que el trabajador salga del lugar donde presta sus servicios sino que bastará que de modo evidente abandone la labor que le ha sido confiada.


El abandono injustificado del trabajo, cuando no se considere falta grave a las obligaciones inherentes al cargo que ocupa el servidor, será sancionado con amonestación escrita la primera vez, con suspensión del trabajo hasta por ocho días la segunda vez y con despido la tercera vez.

DE LAS VACACIONES

Artículo 38.—Los funcionarios y empleados disfrutarán de vacaciones en la siguiente forma:

1) Los primeros 5 períodos :15 días hábiles

2) Del 6° al 10° período inclusive:20 días hábiles; y

3) A partir  del 11° período: un mes.

Por días hábiles se entienden todos los días del año, excepto los feriados que contempla el artículo 147 del Código de Trabajo y los días de asueto que conceda el Poder Ejecutivo.


Las vacaciones se disfrutarán durante los meses de enero y febrero de cada año, según cuadro que confeccionará el Superior.

Artículo 39.-  El pago de las vacaciones se hará con base en el promedio de los salarios ordinarios y extraordinarios devengados por el empleado durante las cincuenta semanas de trabajo o durante el tiempo que le diera el derecho proporcional a las mismas.


La negativa injustificada del empleado a firmar la constancia de haber recibido sus vacaciones anuales, será tenida como falta grave al contrato para los efectos de su sanción.

Artículo 40.- No se compensarán ni acumularán vacaciones. Sin embargo podrán acumularse por una sola vez mediante resolución razonada del Ministro de la Presidencia, en casos de necesidad a tenor de lo dispuesto por el artículo 159 del Código de Trabajo.

DE LOS RECLAMOS Y LICENCIAS EN GENERAL

Artículo 41.- Las solicitudes (reclamos, licencias, permisos, etc) deberán hacerse por escrito al Superior, quien los resolverá dentro de los cinco días siguientes y en la misma forma

Los asuntos urgentes podrán gestionarse verbalmente, debiendo resolverse del mismo modo y de inmediato.

 Artículo 42.- Podrá concederse licencia hasta por una semana con goce de sueldo, en caso de matrimonio del servidor , o fallecimiento de cualquiera de sus padres, hijos, hermanos o cónyuge.

Todos los demás permisos con goce de sueldo que de concedieren, serán deducidos del período de vacaciones, sin que el número de días de licencia pueda exceder el número de días de vacación que corresponden al servidor al momento de otorgarse el permiso, salvo disposición en contrario conforme el caso del Estatuto de Servicio Civil, su Reglamento y Código de Trabajo.

DE LAS CORRECCIONES DISCIPLINARIAS

Artículo 43.- Las faltas en que incurran los trabajadores serán sancionadas con las siguientes medidas disciplinarias:

a)Amonestación verbal;

b)Apercibimiento escrito

c)Suspensión del Trabajo sin goce de salarios y

d) Despido

Artículo 44.- La amonestación verbal se aplicará cuando el trabajador cometa alguna falta leve a sus obligaciones expresas o tácitas que le impone el contrato de trabajo y en los demás casos previstos por este Reglamento.

Artículo 45.- El apercibimiento escrito se aplicará cuando se haya amonestado en los términos del artículo anterior y el trabajador incurra nuevamente en la misma falta, cuando se incumpla alguna de las obligaciones establecidas en el artículo 23 anterior, si la falto no diere mérito para una sanción mayor, en los casos especialmente previstos por este Reglamento, y cuando las leyes de trabajo exijan la amonestación escrita antes del despido.

Artículo 46.- La suspensión del trabajo se aplicará hasta por quince días y sin goce de salario, una vez que se haya oído al interesado y a los compañeros de trabajo que él indique, en los siguientes casos:

a) Cuando el trabajador después de haber sido amonestado por escrito incurra nuevamente en la falta que motivó la amonestación ;

b) Cuando el trabajador viole alguna de las prohibiciones del artículo 24 incisos 2),3),5),6),7);8),y 9),  después de haber sido amonestado verbalmente por escrito, salvo que la falta diere mérito para el despido o estuviere sancionado por otra disposición de este Reglamento;

c) Cuando el trabajador viole la prohibición del inciso 4) artículo 24 anterior; y

d) Cuando el trabajador cometa alguna falta de cierta gravedad que no dé mérito al despido, excepto si estuviere sancionado de manera especial por otra disposición de este Reglamento.

Artículo 47.-  El despido  se efectuará sin responsabilidad para el patrono en los siguientes casos:

a) Cuando el trabajador en tres ocasiones se le imponga suspensión disciplinaria dentro de un período de tres meses, ya que se  considerará la repetición de infracciones como conducta irresponsable contraria a las obligaciones del contrato de trabajo.

b) En los casos previstos en este reglamento  y en la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República  y

c) Cuando el trabajador incurra en alguna de las causales expresamente previstas en el artículo 81 del Código de Trabajo.

Artículo 48.- Todo despido justificado se entenderá hecho sin responsabilidad para el Estado y hará perder al servidor  todos los derechos que este Reglamento en particular, y la legislación general le concede excepto en cuanto a los adquiridos conforme a la Ley General de Pensiones y deberá ser realizado conforme al siguiente procedimientos:

a) El Ministro de la Presidencia someterá por escrito a conocimiento de la Dirección General de Servicio Civil  su decisión de despedir al trabajador con expresión de las razones legales y hechos en que funda;

b) La Dirección General de Servicio Civil hará conocer al servidor la gestión de despido y le dará un plazo improrrogable de diez días, contados a partir de la fecha en que reciba la notificación, a fin de que exponga los motivos que tenga para oponerse a su despido, junto con la enumeración de pruebas que proponga en su descargo

c) Si vencido el plazo que determina el inciso anterior, el servidor no hubiere presenta oposición o si expresamente hubiere manifestado su conformidad quedará despedido en definitiva, sin más trámite, salvo que pruebe no haber sido notificado por la Dirección General de Servicio Civil o haber estado impedido por justa causa para oponerse.

d) Si el cargo o cargos que se hacen al empleado o funcionario implican responsabilidad penal para él o cuando sea necesario para el buen éxito de la investigación que determina el inciso siguiente o para salvaguardia del decoro de la pensión provisional del interesado en el ejercicio del cargo, informándolo a la Dirección General de Servicio Civil. Si se Incoare proceso penal o de policía en contra del empleado o funcionario, dicha suspensión podrá decretarse en cualquier momento como consecuencia del auto de detención o de prisión preventiva o sentencia de arresto . En caso de que el resultado de la investigación fuere favorable para el empleado o funcionario, se le pagará el sueldo correspondiente al período de suspensión , en cuanto al tiempo que haya sufrido arresto o prisión por causas ajenas al trabajo.

e) Si el interesado se opusiere dentro del término legal, la Dirección General de Servicio Civil levantará la información que proceda a cuyo efecto podrá dictar el secreto de la misma, dará intervención a ambas partes evacuará las pruebas que se hayan ofrecido y las demás que juzgue necesario ordenar en un plazo improrrogable de quince días, vencidos los cuales enviará el expediente al Tribunal de Servicio Civil que dictará el fallo del caso. A ese efecto , si el Tribunal lo estima necesario, podrá mandar ampliar la investigación , recibir  nuevas pruebas y practicar todas las demás diligencias que considere convenientes para su mejor juicio gozando de amplia facultad para la calificación y apreciación de las circunstancias de hecho que tengan relación con el caso a resolver.

DE LAS DISPOSICIONES FINALES

Artículo 49.- El presente reglamento se presumirá de conocimiento de todos los trabajadores de la Institución desde el día de su vigencia y por lo tanto, a partir de esa fecha será de observancia obligatoria para todos.

Artículo 50.- La Institución se reserva el derecho de adicionar o modificar en cualquier momento las disposiciones del presente Reglamento, con sujeción en cada caso a las disposiciones legales vigentes que fueren aplicables. Dichas adiciones o reformas deberán someterse a la aprobación  previa de la División de Asesoría Jurídica del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social,

Artículo 51.- El presente Reglamento no perjudica los derechos adquiridos de los trabajadores y previa aprobación de la División de Asesoría Jurídica del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, entrará en vigencia quince días después de haber sido puesto en conocimientos de los trabajadores.

Para los efectos del artículo 67 del Código de Trabajo , sen tendrá colocado permanentemente por lo menos en dos de los sitios más visibles del centro de trabajo.

Artículo 52.- A las normas de este Estatuto de Adhesión se deben someter todos los trabajadores de la Institución, así como los que en futuro trabajen para ella.

Artículo 53.- En defecto de disposiciones propias de este Reglamento, deben tenerse como supletorias las de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República, el Estatuto de Servicio Civil, su Reglamento y leyes supletorias o conexas y del Código de Trabajo y demás leyes o Reglamentos conexos de la materia, que estén en vigencia en el país.

División de Asesoría Jurídica del Ministerio de Trabajo y seguridad Social.-San José, a las catorce horas con veinte minutos del día veintiuno de noviembre de mil novecientos setenta y dos. Por ello los requisitos necesarios y estar de acuerdo con la ley se aprueba el presente Reglamento Interior de Trabajo.

Manual sobre procedimiento administrativo (http://www.pgr.go.cr/capacitacion/manual_proced.html) 

Capítulo Primero:

ASPECTOS GENERALES SOBRE EL PROCEDIMIENTO

Con la promulgación de la Ley General de la Administración Pública (en adelante LGAP), en el año 1978, se introducen, entre muchas otras novedades jurídicas, un conjunto de disposiciones que regulan el accionar de la Administración. La finalidad de los promotores de dicho cuerpo normativo estaba, en este tema, claramente definida. Se buscaba llenar una laguna en cuanto a la forma en que debe actuar la Administración, atendiendo a que no todos los repartos administrativos contaban con una reglamentación de los procedimientos que debían seguirse para llegar a la toma de la decisión final, correspondiente con sus competencias. Además, se pretendía que las disposiciones del procedimiento se convirtieran en un parámetro para casos que tuvieran su propia regulación en torno a la forma en que se adoptaban los actos, pero que tuvieran omisiones. Y, por encima de todo, asegurar el mejor cumplimiento de los fines de la Administración con respecto a los derechos e intereses del administrado.

Capítulo Segundo:

PRINCIPIOS DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO

El procedimiento administrativo se encuentra regido por una serie de principios constitucionales y legales que son de observancia obligatoria para toda la Administración Pública. La aplicación de éstos principios giran en torno a tres aspectos básicos:

•Alcanzar el objetivo fundamental del procedimiento que tiene como norte la búsqueda de la verdad real de los hechos, con el fi n de que la Administración resuelva de la mejor manera el asunto sometido a su decisión (artículos 214.2 y 221 de la Ley General de la Administración Pública en adelante LGAP).

• Garantizar la tutela de los derechos de los administrados.

•Ejercer una labor de depuración del ordenamiento procedimental (se integran las lagunas normativas y las posibles interpretaciones se solventan bajo una misma base orientadora).

Los principios que se van a comentar son los siguientes:

1- Debido Proceso.

2- Intimación e imputación.

3- Informalidad.

4- Motivación de los actos.

5- Comunicación de los actos.

6- Celeridad.

7- Oralidad.

8- Acceso al expediente.

Lo anterior no constituye una clasificación absoluta de los principios que rigen el procedimiento administrativo; no obstante constituyen los principios básicos que se deben de aplicar.

MP

Circular 03-PPP-2010

(http://ministeriopublico.poder-judicial.go.cr/circulares_directrices/circulares_fiscalia/cir-2010/ppp/03-PPP-2010.pdf)

4. Mejoramiento del Abordaje Institucional de la Delincuencia Organizada

4.7 La ampliación consiste en la inclusión en la Mesa de Trabajo de la Fiscalía Adjunta contra la Delincuencia Organizada de los Fiscales Adjuntos y Fiscalas Adjuntas de Delitos Económicos y Legitimación de Capitales, Probidad, Transparencia y Anticorrupción; Penal Juvenil, Fraudes.

7. Probidad, transparencia y anticorrupción

7.1. La necesidad de prevenir la expansión de los tentáculos de la criminalidad organizada y otras formas de delincuencia en la administración de justicia, queda plasmada en la Convención de la Naciones Unidas Contra la Corrupción (CNUCC), rratificada por el artículo 1 del decreto ejecutivo N° 33540 del 9 de enero de 2007. De acuerdo al artículo 11 de la CNUCC “Teniendo presentes la independencia del Poder Judicial y su papel decisivo en la lucha contra la corrupción, cada Estado Parte, de conformidad con los principios fundamentales de su ordenamiento jurídico y sin menoscabo de la independencia del poder judicial, adoptará medidas para reforzar la integridad y evitar toda oportunidad de corrupción entre los miembros del Poder Judicial. Tales medidas podrán incluir normas que regulen la conducta de los miembros del Poder Judicial. 2. Podrán formularse y aplicarse en el Ministerio Público medidas con idéntico fin a las adoptadas conforme al párrafo 1 del presente artículo en los Estados Parte en que esa institución no forme parte del Poder Judicial pero goce de independencia análoga.”

7.2. De acuerdo a las medidas preventivas dispuestas en el artículo 5 de la citada Convención 1. “Cada Estado Parte, de conformidad con los principios fundamentales de su ordenamiento jurídico, formulará y aplicará o mantendrá en vigor políticas coordinadas y eficaces contra la corrupción que promuevan la participación de la sociedad y reflejen los principios del imperio de la ley, la debida gestión de los asuntos públicos y los bienes públicos, la integridad, la transparencia y la obligación de rendir cuentas. 2. Cada Estado Parte procurará establecer y fomentar prácticas eficaces encaminadas a prevenir la corrupción. 3. Cada Estado Parte procurará evaluar periódicamente los instrumentos jurídicos y las medidas administrativas pertinentes a fin de determinar si son adecuados para combatir la corrupción. 4. Los Estados Parte, según proceda y de conformidad con los principios fundamentales de su ordenamiento jurídico, colaborarán entre sí y con las organizaciones internacionales y regionales pertinentes en la promoción y formulación de las medidas mencionadas en el presente artículo. Esa colaboración podrá comprender la participación en programas y proyectos internacionales destinados a prevenir la corrupción”. Adicionalmente dispone el artículo 6 del citada tratada internacional que “1. Cada Estado Parte, de conformidad con los principios fundamentales de su ordenamiento jurídico, garantizará la existencia de un órgano u órganos, según proceda, encargados de prevenir la corrupción con medidas tales como: a) La aplicación de las políticas a que se hace alusión en el artículo 5 de la presente Convención y, cuando proceda, la supervisión y coordinación de la puesta en práctica de esas políticas; b) El aumento y la difusión de los conocimientos en materia de prevención de la corrupción. 2. Cada Estado Parte otorgará al órgano o a los órganos mencionados en el párrafo 1 del presente artículo la independencia necesaria, de conformidad con los principios fundamentales de su ordenamiento jurídico, para que puedan desempeñar sus funciones de manera eficaz y sin ninguna influencia indebida. Deben proporcionárseles los recursos materiales y el personal especializado que sean necesarios, así como la capacitación que dicho personal pueda requerir para el desempeño de sus funciones. Cada Estado Parte comunicará al Secretario General de las Naciones Unidas el nombre y la dirección de la autoridad o las autoridades que puedan ayudar a otros Estados Parte a formular y aplicar medidas concretas de prevención de la corrupción.”

7.3. Por otra parte, según el punto 9 del artículo III de la Convención Interamericana Contra la Corrupción publicada en el diario oficial La Gaceta nº del 28 de abril de 1997 se establece como una medida preventiva crear “Órganos de control superior, con el fin de desarrollar mecanismos modernos para prevenir, detectar, sancionar y erradicar las prácticas corruptas”. En este mismo sentido, según el artículo 9 de la Convención de las Naciones Unidas Contra la Delincuencia Organizada Transnacional conocida como Convenio de Palermo, ratificada por el artículo 1° del Decreto Ejecutivo N° 31270 de 01 de julio de 2003, publicado en La Gaceta N° 150 de 06 de agosto de 2003 “ 1º—Además de las medidas previstas en el artículo 8 de la presente Convención, cada Estado Parte, en la medida en que proceda y sea compatible con su ordenamiento jurídico, adoptará medidas eficaces de carácter legislativo, administrativo o de otra índole para promover la integridad y para prevenir, detectar y castigar la corrupción de funcionarios públicos. 2º—Cada Estado Parte adoptará medidas encaminadas a garantizar la intervención eficaz de sus autoridades con miras a prevenir, detectar y castigar la corrupción de funcionarios públicos, incluso dotando a dichas autoridades de suficiente independencia para disuadir del ejercicio de cualquier influencia indebida en su actuación.”
7.4. Entendiendo el principio de probidad de acuerdo a la definición establecida en el artículo 3 de la Ley Contra el Enriquecimiento Ilícita en la Función Pública donde se dispone que “El funcionario público estará obligado a orientar su gestión a la satisfacción del interés público. Este deber se manifestará, fundamentalmente, al identificar y atender las necesidades colectivas prioritarias, de manera planificada, regular, eficiente, continua y en condiciones de igualdad para los habitantes de la República; asimismo, al demostrar rectitud y buena fe en el ejercicio de las potestades que le confiere la ley; asegurarse de que las decisiones que adopte en cumplimiento de sus atribuciones se ajustan a la imparcialidad y a los objetivos propios de la institución en la que se desempeña y, finalmente, al administrar los recursos públicos con apego a los principios de legalidad, eficacia, economía y eficiencia, rindiendo cuentas satisfactoriamente”. Estrechamente relacionado al concepto de probidad resulta el de transparencia que encontramos explicado en el Manual de Transparencia y Probidad de la Administración del Estado: “Se dice que algo es transparente cuando a través de él pueden verse los objetos claramente. En este caso, lo que se persigue es que la Administración del Estado permita a la ciudadanía conocer por qué y cómo actúa, y qué decisiones adopta. Así, se podrá evaluar y fiscalizar directamente si se respeta el principio de probidad y, además, participar de la gestión pública. Por otra parte, la publicidad que permite la transparencia inhibe las conductas contrarias a la probidad, pues los servidores públicos no querrán verse expuestos a las posibles sanciones y a la censura social que generará la difusión de tales conductas.”, de acuerdo a los artículos 11, 27, 30 de la Constitución Política, resulta necesario garantizar la probidad y transparencia del Ministerio Público en el tanto es el órgano que define la política de persecución penal para el abordaje del fenómeno criminal en representación del ciudadano en los delitos de acción pública y acción pública perseguibles a instancia privada.
7.5. Para el cumplimiento de este fin, se ha dispuesto crear la Fiscalía Adjunta de Probidad, Transparencia y Anticorrupción con la finalidad de desarrollar en el Ministerio Público un sistema de integridad institucional, una cultura de valores, buenas prácticas y un sistema de aplicación de consecuencias eficiente, objetivo y justo, todo bajo una visión antropocéntrica orientada al servicio del ciudadano, pero además tendrá a su cargo el grupo de Fiscales que atienden los asuntos de corrupción conforme a la especialidad dispuesta por la Ley N° 8221 de 8 de marzo de 2002, Ley de Creación de la Fiscalía Penal de Hacienda y de la Función Pública.
7.6 Su misión será fomentar la transparencia, probidad y buenas prácticas en los funcionarios del Ministerio Público, llevar adelante la aplicación del régimen de consecuencias por faltas disciplinarias y promover la persecución penal en los delitos de corrupción.
7.7 Sus funciones serán:

a. Prevenir la corrupción en los funcionarios del Ministerio Público y auxiliares de la persecución penal

b. Investigar y llevar a juicio las causas penales de delitos de corrupción donde figure como imputado un funcionario del Ministerio Público o cualquier otro auxiliar de la persecución penal; oficiales del Organismo de Investigación Judicial , Jueces o Juezas de la República y demás funcionarios públicos

c. Inculcar en el personal del Ministerio Público los valores institucionales

d. Fomentar la aplicación de una serie de valores acordes con la visión de la institución

e. Fomentar el uso de “buenas prácticas” en los funcionarios del Ministerio Público

f. Fomentar una cultura de servicio público desde una visión antropocéntrica

g. Aplicar de manera eficiente justa y objetiva el sistema de consecuencias previstas para los funcionarios del Ministerio Público

h. Establecer las políticas de transparencia activa y pasiva

i. Establecer las políticas de probidad en el Ministerio Público

j. Establecer pautas para el ingreso del nuevo personal a la institución de manera que se garantice la probidad y transparencia de los futuros funcionarios y funcionarias

k. Participar de manera activa en el proceso de inducción del personal de nuevo ingreso al Ministerio Público

l. Propiciar la participación ciudadana en la denuncia de los actos ilícitos cometidos por funcionarios del Ministerio Público y sus auxiliares

7.8. La Fiscalía Adjunta General de Probidad y Transparencia, funcionará como un órgano adscrito a la Fiscalía General, a cargo del actual Fiscal Adjunto de Corrupción. Para lograr una aplicación transversal de las políticas de probidad y transparencia es necesario otorgar a esta Fiscalía de rango que le permite aplicar implementar sus decisiones de manera transversal a todas las unidades, fiscalías adjuntas y especializadas, por lo cual se hará el trámite correspondiente para otorgar al funcionario que la presida el rango de Fiscal Adjunto II.

7.9. En virtud de que para aplicar las políticas de transparencia activa y pasiva y generar una cultura de probidad y buenas prácticas en el Ministerio Público, se requiere de una estrategia de comunicación interna y externa, la Oficina de Prensa de la Fiscalía General de la República, prestara colaboración, la cual asumirá las nuevas funciones como recargo.

7.10. Con el fin de que cumpla con el objetivo de aplicar el régimen de consecuencias se le adscribe el actual grupo de Fiscales que conforman la Inspección Fiscal para que se encargue de la aplicación del régimen disciplinario.

7.11. El Fiscal Adjunto de la Fiscalía de Probidad, Transparencia y Anti Corrupción formará parte de la Mesa de Trabajo de la Fiscalía Adjunta Contra la Delincuencia Organizada.

Reglamento de Ingreso al Ministerio Público 

http://ministeriopublico.poder-judicial.go.cr/informacion/Leyes%20y%20Reglamentos/01/Reglamento%20de%20Ingreso%20al%20Ministerio%20Publico.html
Aprobado por  Corte Plena en sesión N° 35-2000 celebrada el 11 de setiembre del 2000, artículo XXXV, aclarado por acuerdo tomado en sesión N° 47-2000, celebrada el 4 de diciembre del 2000, artículo V.
Disposiciones Generales
ARTÍCULO 1.- La presente regulación tiene por objeto unificar la forma y requisitos de los procedimientos de reclutamiento, selección y nombramiento en el Ministerio Público.
Tiene como finalidad garantizar la objetividad y transparencia del procedimiento de selección, así como la igualdad de oportunidades entre los aspirantes, a efecto de valorar su experiencia, atestados, aptitud, actitud e idoneidad, de manera que la escogencia redunde en la eficiencia y mejoramiento del servicio público.
ARTÍCULO 2.- Esta regulación se aplicará al procedimiento de reclutamiento y selección de oferentes y al procedimiento para nombramientos en propiedad y en forma interina para el cargo de fiscal auxiliar.
Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo segundo del artículo 27 de la Ley Orgánica del Ministerio Público, también se podrá aplicar el sistema de concurso, en cualquiera de sus modalidades, a los nombramientos para Fiscal y para Fiscal Adjunto.
Lo referente al personal auxiliar se regirá por lo dispuesto en la Ley Orgánica del Poder Judicial y en el Estatuto de Servicio Judicial. 
ARTÍCULO 3.- La condición de oferente elegible se adquiere una vez cumplidos todos los requisitos establecidos en la ley y en este reglamento en cuanto al reclutamiento y selección; o por haber fungido satisfactoriamente como asistente jurídico por al menos un lapso de doce meses, continuo o no, siempre y cuando el interesado haya ganado el examen a que se refiere el artículo 8 de este reglamento y cumpla con todos los requisitos de ley.
ARTÍCULO 4.- Tanto en la etapa de reclutamiento y selección como en la de concurso, la información deberá darla el oferente bajo juramento de que es cierta y completa, de lo cual quedará una constancia visible y clara en el documento respectivo; en dicha constancia también se indicará que el interesado se da por enterado de que cualquier falsedad u omisión, anulará la oferta de servicios.
ARTÍCULO 5.- Con la presentación de la oferta de servicios y del curriculum vitae, el oferente o concursante autoriza al Ministerio Público para que mediante el Departamento de Personal o cualquier otra oficina del Poder Judicial encargada al efecto, realice las investigaciones necesarias con el fin de determinar sus antecedentes personales; igualmente autoriza lo previsto sobre el particular en la Ley Orgánica del Poder Judicial. La información recabada tendrá carácter de absoluta confidencialidad respecto a terceros. 
ARTÍCULO 6.- En cualquiera de los procedimientos, las evaluaciones escritas tendrán recurso de apelación, el cual deberá ser interpuesto dentro de los tres días hábiles posteriores a la comunicación respectiva. Esta comunicación se hará personalmente en la Unidad de Capacitación y Supervisión, o bien, por el medio que indique el oferente. 
El recurso se presentará por escrito ante la Unidad de Capacitación y Supervisión del Ministerio Público, quien la trasladará al Tribunal de Apelaciones. Este deberá resolver en un plazo no mayor de ocho días naturales.
En el recurso se deberán indicar los puntos específicos objeto de disconformidad, cual es la interpretación que se postula y las referencias concretas doctrinales, jurisprudenciales o legales en las que se apoya, así como señalar lugar o medio donde recibir notificaciones. La ausencia de estos requisitos implicará un rechazo ad portas por el tribunal de apelaciones.
De oficio o a solicitud del oferente, el tribunal podrá escuchar directa y oralmente del impugnante, las alegaciones y argumentos sobre los aspectos debatidos.
Si el tribunal acoge la pretensión podrá otorgar el puntaje o disponer la repetición del examen sobre la base de un nuevo temario. Lo que resuelva el tribunal será definitivo.
Los integrantes del Tribunal de apelaciones serán designados por el Fiscal General, permanecerán en sus cargos por un año con derecho a ser nombrados nuevamente. 
Del Reclutamiento y Selección de Oferentes
 
ARTÍCULO 7.- El oferente deberá presentar en la Unidad de Capacitación y Supervisión del Ministerio Público junto con la oferta de servicio, su curriculum vitae; este último en disquete para computadora, en la versión que al efecto indicará la anterior oficina, impreso en papel tamaño carta.
Deberá acompañar, además, fotocopia de los títulos y certificados que indique en el curriculum, con los respectivos originales para su comprobación.
Igualmente deberá presentar certificación de conclusión de estudios secundarios y universitarios, y acreditar los demás requisitos, tales como manejo de programas de cómputo y paquetes informáticos de procesadores de texto, correo electrónico e internet; asimismo deberá acompañar fotocopia de la cédula de identidad, de la licencia de conducir vehículos tipo B-1, del carné de Abogado expedido por el Colegio de Abogados de Costa Rica.
El manejo de equipo de cómputo, de procesadores de texto, internet y correo electrónico, podrán acreditarse mediante pruebas prácticas.
En caso de no cumplir con alguna de las condiciones requeridas, la oferta será rechazada, lo cual se le comunicará al oferente en la dirección o por el medio que al efecto hubiere indicado en su curriculum vitae. Lo anterior para efectos de archivo o para que el oferente la complete.
ARTÍCULO 8.- Salvo las excepciones establecidas, todo oferente deberá aprobar un programa de formación previa de un mínimo de duración de doscientas cincuenta horas, que impartirá la Unidad de Capacitación y Supervisión del Ministerio Público en coordinación y con el apoyo logístico de la Escuela Judicial. 
El programa de formación previa consistirá en una práctica dirigida, ad honorem, en alguna de las Fiscalías, o en el aula fiscal, bajo la tutoría y supervisión del fiscal que le sea asignado. El cumplir satisfactoriamente con este requisito no tendrá efectos salariales tales como anualidades u otros, derivados de la capacitación. 
Para ingresar al programa de formación previa y práctica dirigida, los oferentes deberán aprobar -previamente- un examen que versará sobre aspectos básicos del derecho penal, del derecho procesal penal, del derecho constitucional, de teoría del delito y del derecho orgánico del Poder Judicial y del Ministerio Público. Este examen se aprobará con la nota mínima promedio de ochenta, en escala de uno a cien. Este artículo no será aplicable a los casos de reingreso o traslado cuando el solicitante haya ocupado plaza, en propiedad o interinamente, en el Ministerio Público o en materia penal en el Poder Judicial, por más de veinticuatro meses y haya cumplido sus funciones satisfactoriamente. 
 
ARTÍCULO 9.- El Ministerio Público podrá disponer que cualquiera de sus dependencias,  bajo la supervisión de la Unidad de Capacitación, opere como Fiscalía Laboratorio para la formación de fiscales en técnicas de investigación, simplificación, aceleración de los procedimientos y debate.
El aula fiscal estará dirigida por fiscales de la Unidad de Capacitación y Supervisión del Ministerio Público con el auxilio y participación activa de fiscales instructores, los cuales tendrán amplia experiencia y serán designados por el Fiscal General a propuesta de la Unidad de Capacitación y Supervisión.
ARTÍCULO 10.- En lo que corresponda, la Escuela Judicial y el Departamento de Personal asesorarán al Ministerio Públicoen cuanto a diseños curriculares, métodos pedagógicos, evaluación, diseño de los concursos y otros tópicos relativos al diseño curricular y de selección de personal.
ARTÍCULO 11.- La modalidad, temática, criterios de evaluación del examen o del concurso, así como de la práctica dirigida, estarán enunciados en el respectivo programa o convocatoria.
 ARTÍCULO 12.- El oferente que no alcance el porcentaje mínimo requerido para la aprobación del examen podrá repetirlo. Tal repetición no podrá efectuarse antes de transcurrido el período de seis meses, contados a partir de haberse efectuado la última prueba. 
ARTÍCULO 13.- Quien cumpla con la totalidad de los requisitos indicados en este capítulo, así como con el perfil del Fiscal anexo a este reglamento, se tendrá como elegible para efectos de nombramientos interinos. Tal condición no obliga al Poder Judicial ni al Ministerio Público en lo referente al nombramiento.
Del Programa de Formación de Fiscales
ARTÍCULO 14.- El curso básico de formación de fiscales tendrá una duración de al menos trescientas horas. Para llevar este curso es requisito tener nombramiento en propiedad o en forma interina, salvo casos debidamente fundamentados y autorizados por el Fiscal General. 
Este curso comprenderá aspectos teóricos y prácticos, en los que se analizarán y discutirán la doctrina, la jurisprudencia y su aplicación práctica.
Contendrá, entre otros, temas como criminalística básica, medios de impugnación, formulación de requerimientos conclusivos, criminología, mecanismos de desformalización, simplificación y aceleración de las investigaciones, teoría del delito, técnicas del debate, derecho de defensa de las partes, y jurisprudencia relevante. 
Dicho curso se podrá impartir en forma modular, bajo la modalidad que se ajuste al tema respectivo y a la política y posibilidades del Poder Judicial. 
ARTÍCULO 15.- La evaluación del participante se realizará integralmente según los parámetros siguientes: 
A. Asistencia a la totalidad de cursos, talleres o lecturas dirigidas; en cualesquiera de sus modalidades.
B. Evaluación a cargo del tutor asignado al participante durante su práctica. Se evaluará la aplicación de criterios técnicos, doctrinarios y jurisprudenciales desarrollados en el programa.
C. Examen final, el cual será tanto oral como escrito, teórico o práctico o una combinación de éstos. Estará a cargo de un tribunal examinador que evaluará los conocimientos adquiridos, así como el aprovechamiento y aplicación en general del adiestramiento recibido.
 
 La nota mínima para aprobación de este examen será de ochenta sobre cien.
De los Nombramientos y Concursos
ARTÍCULO 16.- Para ser nombrado interinamente como fiscal auxiliar se deberá haber adquirido la condición de oferente elegible.
ARTÍCULO 17.- Para ser nombrado en propiedad, se requiere cumplir con lo estipulado en la Ley y este reglamento, haber aprobado el programa o curso Básico de Formación de Fiscales e idoneidad y experiencia en las funciones del Ministerio Público, cumplir con el perfil anexo a este reglamento, así como integrar las nóminas respectivas de elegibles. Lo anterior sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo segundo del artículo 27 de la Ley Orgánica del Ministerio Público. 
ARTÍCULO 18.- Los concursos, en cualesquiera de sus modalidades, serán convocados cada vez que sea necesario, sin perjuicio de que el nombramiento en propiedad se pueda hacer entre quienes hubieren aprobado concursos y no hubiesen sido adjudicados con plaza en propiedad.
Podrán participar en ellos sin límite de veces quienes hayan cumplido con todos los requisitos legales y reglamentarios.
Se concursará con la mejor nota acreditada en los concursos en que se hubiere participado.
La convocatoria, tipo y bases del concurso se comunicará mediante publicación por una vez en el Boletín Judicial y al menos en un medio de prensa escrita de circulación nacional.
Con al menos treinta días naturales de antelación, a los interesados se les entregará la documentación correspondiente al concurso. La misma indicará, como mínimo, el o los cargos objeto del concurso, los requisitos que deberán reunir los candidatos y los requisitos del cargo, así como los temas del examen.
 
ARTÍCULO 19.- El concurso por antecedentes procederá cuando para el desempeño del cargo se exijan conocimientos o títulos académicos especializados o amplia experiencia laboral en cargos de cualquier categoría de fiscal o función afín, especialmente si el concurso se convoca para nombrar en propiedad en las plazas de cualesquiera de las fiscalías especializadas, en la Unidad de Capacitación y Supervisión, en la Oficina de Defensa Civil de las Víctimas, en Casación, como fiscal auxiliar en la Fiscalía General, y en Ejecución Penal. 
ARTÍCULO 20.- Las pruebas podrán ser escritas u orales, teóricas o prácticas, o una combinación de estas. Para elaborar los exámenes y los criterios para evaluar los antecedentes, el Ministerio Público contará con el auxilio y asesoría de la Escuela Judicial y del Departamento de Personal del Poder Judicial.
ARTÍCULO 21.- Practicado el concurso, se elaborará una nómina de los que hubieren participado en el procedimiento respectivo. Los resultados se darán a conocer individualmente a cada participante.
Si el concurso es mediante examen, se colocarán en orden descendente de calificación, siguiendo una escala de cien a cero (100% a 0%). Para ser nombrado en propiedad, el porcentaje mínimo aceptable no podrá ser inferior a ochenta por ciento (80%).
Quienes hubieren aprobado el concurso y no hubiesen sido adjudicados en propiedad, permanecerán en el registro de candidatos elegibles, pero deberán expresar por escrito si participan en determinado concurso.
 
ARTÍCULO 22.- Los modos, parámetros y temática, en caso de concurso por examen o por antecedentes, serán definidos en cada convocatoria; igualmente lo será la integración del tribunal examinador. Este tribunal será designado por el Fiscal General, quien procurará que en su integración haya fiscales o fiscales adjuntos de amplia experiencia.
ARTÍCULO 23.- El nombramiento en propiedad se hará de entre los que integren la nómina de candidatos elegibles; para tales nombramientos se escuchará al Fiscal Adjunto correspondiente, sin que su opinión sea vinculante para el Fiscal General.
ARTÍCULO 24.- En lo no previsto, o en caso de contraposición, se aplicará la regulación respectiva vigente en el Poder Judicial.
ARTÍCULO 25.- Se deroga el reglamento del Programa de Formación de Fiscales aprobado por Corte Plena el 30 de junio de 1992.
Régimen Transitorio
 TRANSITORIO I: El requisito de haber llevado el curso básico de formación de fiscales para optar por nombramiento en propiedad como fiscal auxiliar, será exigible a quienes presenten oferta de servicios a partir de la fecha de la entrada en vigor de esta reglamentación, y a quienes aun habiendo presentado su oferta en fecha anterior, no hubiesen cumplido con el programa de formación previa y aula fiscal. 
TRANSITORIO II: Los interinos que al 1° de enero de 1998, hayan tenido nombramientos por más de dos años, ya sea en forma acumulativa o en forma permanente y continua, podrán participar mediante concurso por antecedentes, sin perjuicio de que también participen mediante concurso de oposición por examen.
TRANSITORIO III: Quien hubiere cumplido con el examen y con el programa de formación previa dirigida antes de la entrada en vigencia de este Reglamento, aun y cuando no se le haya nombrado interinamente, podrá participar en los concursos respectivos.
MEMORANDUM NO. 01-2011

http://ministeriopublico.poder-judicial.go.cr/circulares_directrices/fiscalias_adjuntas/MEMORANDUM%20I-2011%20Probidad.pdf
La Fiscalía General de la República, mediante circular 03-PPP-2010 emitió las políticas de gestión funcional del Ministerio Público, donde se incluye la creación de la Fiscalía Adjunta de Probidad, Transparencia y Anticorrupción, la que a partir del 1 de enero de 2011 asume la especialidad a que se refiere la Ley N° 8221 de 8 de marzo de 2002, Ley de Creación de la Fiscalía Especializada que conoce de los hechos ilícitos cuya competencia corresponde a la Jurisdicción Penal de Hacienda y de la Función Pública. 

La Fiscalía especializada en estos delitos - además de conocer de todos los delitos funcionales a partir de la etapa intermedia- es competente para conocer de los delitos funcionales cometidos por cualquier funcionario público de acuerdo a los criterios: 
1.- Subjetivo (concerniente al autor): se trate de un imputado de cuello blanco, que por su posición de privilegiada, pueda tener   ventajas para quedar fuera del alcance de los medios de persecución. 

2.-Objetivo (concerniente al hecho): que la comisión del delito involucre cierto grado de organización o complejidad y el delito se verifique dentro del ejercicio de autoridad pública. 

3.- Efectos: cuando el hecho ilícito cause daño general o generalizable al patrimonio, intereses o derechos de la colectividad o de un número significativo de personas, de manera que cause alarma social o ponga en peligro la institucionalidad o estabilidad del país. 

La Circular 03-PPP-2010 de la Fiscalía General de la República, en su punto 7.7. establece como funciones de la Fiscalía Adjunta de Probidad, Transparencia y Anticorrupción: “Investigar y llevar a juicio las causas penales de delitos de corrupción donde figure como imputado un funcionario del Ministerio Público o cualquier otroauxiliar de la persecución penal; oficiales del Organismo de Investigación Judicial, Jueces o Juezas de la República…”. Por ello, es relevante precisar en primer lugar un concepto de corrupción que nos permita identificar cuales son los delitos de corrupción cometidos por un Funcionario Judicial que va a investigar la Fiscalía Especializada desde la etapa preparatoria 

Recordemos que el término corrupción proviene del latín corrumpere, que significa alterar, destruir, depravar, sobornar. Según el Diccionario de la Real Academia Española el término corrupción se refiere a la “…acción y efecto de corromper”, siendo que a su vez el término de corromper en su tercera acepción significa: “…sobornar a alguien con dádivas o de otra manera…”

El concepto de corrupción se ha perfilado de acuerdo a las siguientes dimensiones que trata la doctrina: política, económica y jurídica-positivista. 

a) Corrupción Política. 
Esta forma de corrupción abarca un amplio espectro de delitos y actos ilícitos cometidos por líderes políticos antes, durante o después de abandonar la función. Su principal característica es que los sujetos activos son líderes políticos o funcionarios electos que han sido investidos de autoridad pública y que tienen la responsabilidad de representar el interés público. Es decir, sonpolíticos que se sirven de sus cargos públicos o de elección popular para cometer actos corruptos. 
Para Donatella Della Porta la corrupción política puede considerarse como una forma a través de la cual el dinero influye en la política. Ahora bien, la corrupción política suele empezar con el financiamiento político, ya sea financiamiento de las campañas o de los partidos políticos. De ahí que susmiembros deben ser absolutamente probos y el propio partido debe depurar sus prácticas internas. 
b) Corrupción Económica. 
En cualquier sistema económico se producen intervenciones del Estado sobre la actividad económica. Así, participa por motivos de eficacia y de equidad en el estímulo, desincentivación o provisión de mercancías que los mercados no proporcionan de forma adecuada. Los Estados controlan la distribución de beneficios valiosos y la imposición de costes onerosos. 

Ahora bien, generalmente el control de esta actividad esta en manos de funcionarios públicos que poseen un poder discrecional. Es por ello que, las personas y las empresas privadas que desean un trato favorable pueden estar dispuestas a pagar para obtenerlo. En este orden de ideas, los pagos son corruptos si se hacen ilegalmente a funcionarios públicos con la finalidad de obtener un beneficio o de evitar un coste. Aquí la corrupción es un síntoma de que algo no funciona bien en la gestión del Estado.

Por otra parte, en una economía cada vez más globalizada, sería absurdo relegar elgrueso de la corrupción al ámbito interno de cada país, ya que, en muchos casos existen intereses subyacentes externos en numerosos contratos o concesiones públicas, o la modalidad de ejercicio de ciertas actividades comerciales, de forma tal que, el pactum sceleris involucra capitales foráneos muy poderosos.
Entonces, la economía es un aspecto esencial en los supuestos de la corrupción, ya que la mayoría de los delitos cometidos que pueden ser calificados como formas de corrupción tienen una base económica, directa o indirectamente. 
c) Corrupción Jurídica-positivista. 
Desde una perspectiva positivista, la corrupción es una forma de delincuencia que incorpora un importante número de figuras penales, tanto tradicionales como de reciente creación relacionadas con ciertos elementos comunes que ejercen como medios aglutinadores.
La definición jurídica tiene la ventaja de la seguridad y de la certeza: es corrupción lo que el código penal define como tal, o lo que prohíben los códigos de deontología profesional. 
En este sentido, la ley al fijar lo permitido y lo prohibido traza en principio unas fronteras claras que permiten al hombre público o privado, al ciudadano y al funcionario, determinar sin demasiadas dudas ni vacilaciones la línea de conducta debida. A falta de ética individual o colectiva, se impone la regla como árbitro de las decisiones. 
Desde esta perspectiva en diferentes instrumentos internacionales y en nuestro derecho interno encontramos definiciones de lo que es corrupción. 
En este orden de ideas en La Convención Interamericana contra laCorrupción se define los actos de corrupción. Así, en el artículo VI se indica: 

“1. La presente Convención es aplicable a los siguientes actos de corrupción: 

a. El requerimiento o la aceptación, directa o indirectamente, por un funcionario público o una persona que ejerza funciones públicas, de cualquier objeto de valor pecuniario u otros beneficios como dádivas, favores, promesas o ventajas para sí mismo o para otra persona o entidad a cambio de la realización u omisión de cualquier acto en el ejercicio de sus funciones públicas; 

b. El ofrecimiento o el otorgamiento, directa o indirectamente, a un funcionario público o a una persona que ejerza funciones públicas, de cualquier objeto de valor pecuniario u otros beneficios como dádivas, favores, promesas o ventajas para ese funcionario público o para otra persona o entidad a cambio de la realización u omisión de cualquier acto en el ejercicio de sus funciones públicas; 

c. La realización por parte de un funcionario público o una persona que ejerza funciones públicas de cualquier acto u omisión en el ejercicio de sus funciones, con el fin de obtener ilícitamente beneficios para sí mismo o para un tercero; 

d. El aprovechamiento doloso u ocultación de bienes provenientes de cualesquiera de los actos a los que se refiere el presente artículo; y 

e. La participación como autor, co-autor, instigador, cómplice, encubridor o en cualquier otra forma en la comisión, tentativa de comisión, asociación o confabulación para la comisión de cualquiera de los actos a los que se refiere el presente artículo. 

2. La presente Convención también será aplicable, de mutuo acuerdo entre dos o más Estados Partes, en relación con cualquierotro acto de corrupción no contemplado en ella.”

También el artículo 8 de la Convención de Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional encontramos referencia a lo que los Estados partes deben de penalizar como corrupción. En este sentido indica el artículo citado: 
“1. Cada Estado Parte adoptará las medidas legislativas y de otra índole que sean necesarias para tipificar como delito, cuando se cometan intencionalmente: 

a) La promesa, el ofrecimiento o la concesión a un funcionario público, directa o indirectamente, de un beneficio indebido que redunde en su propio provecho o en el de otra persona o entidad, con el fin de que dicho funcionario actúe o se abstenga de actuar en el cumplimiento de sus funciones oficiales; 

b) La solicitud o aceptación por un funcionario público, directa o indirectamente, de un beneficio indebido que redunde en su propio provecho o en el de otra persona o entidad, con el fin de que dicho funcionario actúe o se abstenga de actuar en el cumplimiento de sus funciones oficiales. 2. Cada Estado Parte considerará la posibilidad de adoptar las medidas legislativas y de otra índole que sean necesarias para tipificar como delito los actos a que se refiere el párrafo 1 del presente artículo cuando esté involucrado en ellos un funcionario público extranjero o un funcionario internacional. Del mismo modo, cada Estado Parte considerará la posibilidad de tipificar como delito otras formas de corrupción.”

Por su parte el nuestro Código Penal al agravar los cohechos propio e impropio tácitamente refiere a que su contenido normativo son considerados corrupción.  De esta manera, nos encontramos en los artículos 340 y 341 la regulación de los cohechos. En este sentido indican estas normas: 

Corrupción de Funcionarios 
Cohecho impropio 
ARTÍCULO 340.- Será reprimido con prisión de seis meses a dos años, el funcionario público que, por sí o por persona interpuesta, recibiere una dádiva o cualquier otra ventaja indebida o aceptare la promesa de una retribución de esa naturaleza para hacer un acto propio de sus funciones. 
Cohecho propio 
ARTÍCULO 341.- Será reprimido, con prisión de dos a seis años y con inhabilitación para el ejercicio de cargos y empleos públicos de diez a quince años, el funcionario público que por sí o por persona interpuesta, recibiere una dádiva o cualquier otra ventaja o aceptare la promesa directa o indirecta de unaretribución de esa naturaleza para hacer un acto contrario a sus deberes o para no hacer o para retardar un acto propio de sus funciones. 

Pero es en el numeral 342 en el cual se hace referencia a la corrupción agravando las conductas de los artículos que se refieren a los cohechos. En este sentido indica dicho numeral: 

Corrupción agravada 
ARTÍCULO 342.- Si los hechos a que se refieren los dos artículos anteriores tuvieren como fin el otorgamiento de puestos públicos, jubilaciones, pensiones, o la celebración de contratos en los cuales esté interesada la administración a la que pertenece el funcionario, la pena de prisión será: 

1) En el caso del artículo 340, de uno a cinco años; 

2) En el caso del artículo 341, de tres a diez años. 

Además en el artículo 345 del Código Penal se regula la figura de la corrupción activa al regular la penalidad del corruptor. Así indica el articulo: “Las penas establecidas en los cinco artículos anteriores serán aplicables al que dé o prometa al funcionario público una dádiva o la ventaja indebida”. 

Desde la óptica jurídica-positivista, los delitos de corrupción a investigar desde la etapa preparatoria de los Funcionarios Judiciales por parte de la Fiscalía Adjunta de Probidad, Transparencia y Anticorrupción serían únicamente los señalados supra. Empero, tomando en consideración los conceptos de corrupción anteriormente desarrollados y el hecho que las prácticas corruptas rara vez se limitan al campo definido por el Código Penal como corrupción es importante incorporar otros delitos en conexión que están segmentados en otras calificaciones jurídicas y que se encuentran comprendidos en la Convención Interamericana contra la Corrupción.

En este sentido se investigarán en la FAPTA desde la etapa preparatoria los hechos cometidos por funcionarios judiciales que se adecuen a los delitos contemplados en: 

Sección II Corrupción de Funcionarios del Título XV del Código Penal. 
	Artículo 
	Delito 

	340 
	Cohecho impropio 

	341 
	Cohecho propio 

	342 
	Corrupción Agravada 

	343 
	Aceptación de dádiva por un acto cumplido 

	344 
	Corrupción de Jueces 

	345, 49 
	Penalidad del Corruptor 

	345 bis 
	Supuestos para aplicar penas 

	346 
	Enriquecimiento Ilícito 

	347 
	Negociaciones Incompatibles 


Sección III Concusión y exacción del Titulo XV del Código Penal. 
	Artículo 
	Delito 

	348 
	Concusión 

	349 
	Exacción Ilegal 


Sección V Peculado y malversación del Titulo XV del Código Penal 
	Articulo
	Delito 

	354 
	Peculado 

	356 
	Malversación de fondos públicos 


Delitos contemplados en la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública. 
	45 
	Enriquecimiento Ilícito 

	46 
	Falsedad en la declaración jurada 

	47 
	Receptación, legalización o encubrimiento de bienes. 

	48 
	Legalización o Administración en provecho propio. 

	49 
	Sobreprecio Irregular 

	51 
	Pago Irregular de Contratos Administrativos 

	52 
	Tráfico de Influencias 

	55 
	Soborno trasnacional 

	57 
	Influencia en contra de la Hacienda Pública 


Estas disposiciones deberán de ser aplicadas por las y los Fiscales coordinadores al momento de asignar los casos para investigación a las y los fiscales auxiliares a su cargo. 

